
 

 

********** (1). 

VS. 
SÍNDICA PROCURADORA DEL 

AYUNTAMIENTO DE TIJUANA. 

EXPEDIENTE 65/2019 S.E. 
 

Mexicali, Baja California, a veinticinco de marzo de dos 

mil veintiuno. 

 

SENTENCIA DEFINITIVA que declara la nulidad de la 

resolución impugnada con fundamento en el artículo 83, fracciones 

II y IV, de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del 

Estado de Baja California. 

 

GLOSARIO: Se invocan autoridades y normas conforme 

a las siguientes denominaciones:  

 

Ley del Tribunal 
Ley del Tribunal Estatal de Justicia 
Administrativa del Estado de Baja 
California.  

Tribunal 
Tribunal Estatal de Justicia Administrativa 
de Baja California. 

Directora de Obras 
Directora de Obras e Infraestructura 
Urbana Municipal del Ayuntamiento de 
Tijuana. 

Síndica Procuradora 
Síndica Procuradora del Ayuntamiento de 
Tijuana. 

Código Civil Adjetivo 
Código de Procedimientos Civiles para el 
Estado de Baja California. 

Ley de Obras Públicas  

Ley de Obras Públicas, Equipamientos, 

Suministros y Servicios Relacionados con la 
Misma del Estado De Baja California. 

Sala Especializada 
Sala Especializada en materia de 
Responsabilidades Administrativas y 
Combate a la Corrupción. 

 

 Enseguida se procede a emitir sentencia en el juicio, y  

 

R E S U L T A N D O: 

 

I.- Que el veintiuno de octubre de dos mil diecinueve la 

parte actora interpuso ante la Sala Auxiliar de este Tribunal, 

demanda de nulidad contra la resolución de veintitrés de 

septiembre de dos mil diecinueve emitida por la Síndica 

Procuradora en el procedimiento de responsabilidad administrativa 

********** (2), mediante la cual se le impuso sanciones 

consistentes en destitución del cargo, inhabilitación para 

desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público, así 

como sanción económica por la cantidad de $704,930.84 pesos 

(setecientos cuatro mil novecientos treinta 84/100 moneda 

nacional), radicándose bajo número de expediente 3389/2019 S.A. 
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II.- Que en proveído de treinta de octubre de dos mil 

diecinueve, la Sala Auxiliar de este órgano jurisdiccional ordenó 

remitir a esta Sala Especializada los autos del presente juicio, en 

cumplimiento al acuerdo de Pleno de veintidós de octubre de la 

citada anualidad. 

 

III.- Que en auto de once de noviembre de dos mil 

diecinueve, se tuvieron por recibidos los autos del presente juicio 

por parte de esta Sala Especializada, radicándose bajo número de 

expediente 65/2019 S.E.; asimismo, se previno a la demandante 

para que aclarara su demanda. 

 

IV.- Que mediante acuerdo emitido el veintiséis de 

noviembre de dos mil diecinueve se admitió la demanda, 

teniéndose como autoridad demandada a la Síndica Procuradora, 

quien al contestar la demanda sostuvo la validez de la resolución 

impugnada. 

 

V.- Que el veintiocho de agosto de dos mil veinte se citó 

a las partes para oír sentencia de primera instancia, en 

cumplimiento al acuerdo de Pleno de cinco de junio del año en 

curso, quedando cerrada la instrucción del presente juicio, por lo 

que se está en condiciones de resolver la controversia planteada en 

el juicio; y 

 

C O N S I D E R A N D O:  

 

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Especializada es 

competente para resolver el presente juicio, con fundamento en el 

acuerdo de Pleno de este Tribunal de fecha veintidós de octubre de 

dos mil diecinueve, publicado en el Periódico Oficial del Estado el 

cuatro de noviembre del mismo año, por el cual se ordena a las 

Salas Ordinarias y Auxiliar remitir a la Sala Especializada los 

expedientes radicados en dichas Salas desde el primero de enero de 

dos mil dieciocho al veintitrés de octubre de dos mil diecinueve, 

fecha de instalación de la Sala Especializada, en los que los actos o 

resoluciones impugnados correspondan a la competencia exclusiva 

de la Sala Especializada. 

 

Es así que, con fundamento en el artículo 55, Apartado A, 

primer párrafo, de la Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Baja California, y artículos 1, 4, fracción III, 6, 21 y 

23, fracción II, inciso c, de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja Californiaa, se surte la 
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competencia de esta Sala Especializada para resolver el presente 

juicio, tomando en consideración que la resolución impugnada 

emana de una autoridad municipal y es de las que se dictan en 

materia administrativa respecto a la imposición de sanciones a los 

servidores públicos. 

 

SEGUNDO. Existencia de la resolución impugnada. 

La existencia de la resolución impugnada quedó debidamente 

acreditada en autos con la copia certificada que exhibió la autoridad 

(visible a fojas 1074 a la 1154 de autos), así como por el reconocimiento 

expreso de la autoridad demandada, lo cual hace prueba plena de 

su existencia con fundamento en los artículos 285, fracciones I y 

III, 322, fracción V, 323, 400 y 405, del Código Civil Adjetivo, de 

aplicación supletoria en materia contencioso administrativa, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 30, tercer párrafo, de la 

Ley del Tribunal. 

 

TERCERO. Causales de Improcedencia. Al no haberse 

hecho valer por las partes alguna causa de improcedencia, ni 

advertirse de oficio la existencia de estas, el juicio contencioso 

resulta procedente en contra de la autoridad demandada.   

 

CUARTO. Motivos de inconformidad. En sus motivos 

de inconformidad, la parte actora alega, en esencia, lo siguiente: 

 

Primer motivo de inconformidad:  

 

- Que no se configura lo imputado por la Síndica 

Procuradora consistente en que no dio inicio al procedimiento de 

rescisión del contrato ********** (3), dado que emitió los oficios 

********** (4) y ********** (4) de catorce de diciembre de dos 

mil dieciséis y veintinueve de diciembre de dos mil dieciséis, por lo 

que no fue omisa en proceder a la rescisión del referido contrato. 

 

- Que realizó los procedimientos idóneos para rescindir el 

contrato, dado que consideró la garantía de audiencia de la 

empresa contratista; sin embargo, la Sindicatura se basó en una 

consulta jurídica emitida bajo oficio ********** (4) de la 

Consejería Jurídica Municipal para decir que el procedimiento no era 

el idóneo, lo cual denota falta de estudio objetivo dado que tal 

consulta jurídica es informativa más no obligatoria. 

 

- Que la Sindicatura Procuradora no realizó un adecuado 

estudio de las acciones que realizó como Directora de Obras para 

dar por rescindido el contrato de obra, por lo que al no existir un 
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adecuado estudio de los hechos atribuidos a su persona, no es 

dable que sea responsable administrativamente. 

 

- Que la demandada le restó validez a los oficios 

********** (4) y ********** (4) bajo la premisa de que son 

actos que supuestamente no se realizaron en estricto apego a la 

consulta jurídica antes mencionada, lo que trae como consecuencia 

que se emita un acto ilegal dado que no existe ningún 

procedimiento o resolución que determine la invalidez de dichos 

oficios por lo que existe una indebida motivación en la calificación 

del valor probatorio de los citados documentos, ya que son aptos y 

suficientes para acreditar que si procedió a dar inicio a la rescisión 

del contrato de obra.  

 

- Que como Directora de Obras si realizó los 

procedimientos aptos para rescindir el contrato con la empresa 

contratista, por lo que no puede configurarse en su perjuicio la 

responsabilidad administrativa que se le atribuyó. 

 

Segundo motivo de inconformidad: 

 

- Que la autoridad de manera arbitraria y carente de 

sustento legal determinó que la conducta cometida era grave, 

basándose en una jurisprudencia que no es aplicable al caso ya que 

se interpreta una legislación diversa a la que se aplicó en el 

procedimiento de responsabilidad administrativa. 

 

- Que la resolución impugnada carece de congruencia 

entre la sanción y la conducta imputada, toda vez que se impuso 

inhabilitación por una conducta que la Ley de Responsabilidad no 

contempla en su artículo 60 como grave, por lo que era procedente 

una sanción de amonestación y no la inhabilitación y sanción 

económica impuestas. 

 

- Que no existe daño alguno al patrimonio del 

Ayuntamiento de Tijuana dado que a la fecha aún se encuentran 

vigentes las pólizas que garantizan el cumplimiento de la empresa 

contratista respecto las obligaciones derivadas del contrato de obra, 

dado que si se continúa con el procedimiento de rescisión se 

pueden hacer efectivas las pólizas de fianzas que garantizan el 

cumplimiento del citado contrato, de ahí que no existe daño al 

erario público ni razón para considerar como grave la supuesta 

omisión en que incurrió. 

 

Tercer motivo de inconformidad: 
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- Que la resolución impugnada carece de una debida 

fundamentación y motivación, dado que no hay pruebas aptas y 

suficientes que acrediten que exista una afectación al patrimonio 

municipal. 

 

- Que el monto que se otorgó al particular como anticipo 

respecto al contrato de obra pública, así como las penas 

convencionales que se derivan del mismo contrato pueden ser 

recuperadas por el Ayuntamiento de Tijuana, dado que las pólizas 

de las fianzas que se solicitaron al particular se encuentran 

vigentes, por lo que solo es cuestión que se le dé continuidad al 

procedimiento de rescisión administrativa por la persona que le 

sucedió como Directora de Obras, de ahí que no es procedente que 

se le imponga una sanción económica. 

 

- Que si bien durante su encargo no se culminó el 

procedimiento de rescisión administrativa no implica que sea 

administrativamente responsable ni que se le tenga que imponer 

multa, dado que realizó los actos que estaban a su alcance para 

iniciar el procedimiento de rescisión administrativa, debiéndose 

tomar en cuenta que la Dirección que se encontraba bajo su cargo 

ostentaba cientos de asuntos que atender y la demandada juzgó 

como si el contrato de obra fuera el único tema que tuvo durante su 

encargo. 

 

Cuarto motivo de inconformidad: 

 

- Que la resolución impugnada carece de congruencia al 

imponerle una sanción económica desproporcionada y carente de la 

debida fundamentación, dado que sobrepasa el supuesto daño 

causado al erario público, aunado a que dicha sanción debió 

dividirse entre las tres personas sancionadas en el procedimiento de 

responsabilidad administrativa.  

 

Quinto motivo de inconformidad: 

 

- Que le causa agravio la fundamentación de la autoridad 

para calificar el valor probatorio de los medios de convicción toda 

vez que aplicó el Código Nacional de Procedimientos Penales, en 

lugar del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Baja 

California, el cual es supletorio a la Ley de Responsabilidades de 

conformidad con su artículo 6.  
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- Que la autoridad no fundamentó ni motivó porque 

decidió inaplicar el Código de Procedimientos Penales del Estado de 

Baja California y en su lugar aplicar el Código Nacional de 

Procedimientos Penales, dado que omitió hacer un enlace entre el 

Código  Nacional y la Ley de Responsabilidades.  

 

Sexto motivo de inconformidad: 

 

- Que aun y cuando fuera procedente la aplicación del 

Código Nacional de Procedimientos Penales, la autoridad hizo una 

indebida fundamentación al calificar los medios probatorios dado 

que invocó los artículos 260 y 261 del citado código, los cuales no 

guardan relación con el valor probatorio que se le deben dar a las 

pruebas. 

 

Séptimo motivo de inconformidad: 

 

- Que le causa agravio que la autoridad hubiera realizado 

un análisis individual de cada una de las pruebas existentes en el 

sumario dado que si se hubieran analizado en conjunto, de forma 

integral y armónica se hubiera llegado a la conclusión de que la 

suscrita no es administrativamente responsable de ninguna de las 

conductas que se le imputan. 

 

- Que si se hubieran entrelazado los oficios ********** 

(4), ********** (4) y ********** (4) se habría observado que no 

cometió ninguna de las conductas que se le imputan, dado que 

efectivamente procedió a iniciar con los actos necesarios para la 

rescisión del contrato de obra.   

 

Octavo motivo de inconformidad: 

 

- Que la autoridad indebidamente fundamentó su 

competencia, dado que no especificó cuál de las fracciones del 

artículo 2 de la Ley de Responsabilidades resulta aplicable al caso. 

 

Noveno motivo de inconformidad: 

 

- Que en el citatorio emitido en el procedimiento 

administrativo de responsabilidad le dejó en estado de indefensión, 

toda vez que en este no se precisó la conducta que se le estaba 

atribuyendo ni los motivos que condujeron a la Sindicatura para 

determinar en su perjuicio un procedimiento de responsabilidad 

administrativa. 
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Décimo motivo de inconformidad: 

 

- Que la demandada tomó en cuenta en su resolución 

oficios que no obran en el expediente, en razón que en la página 

trece de la resolución impugnada se hizo alusión a un oficio 

********** (4) que no existe; asimismo, en la página cuarenta de 

de dicha resolución se tomó en cuenta un oficio ********** (4) el 

cual tampoco existe en ninguna parte del expediente. 

 

Décimo primer motivo de inconformidad: 

 

- Que le causa agravio que el acuerdo de inicio de 

procedimiento de responsabilidad administrativa haya sido dictado 

por la Dirección de Responsabilidades, toda vez que es 

incompetente para dictar dicho acuerdo, dado que únicamente la 

Síndico Procurador es quien puede dictar el acuerdo de inicio en un 

procedimiento de responsabilidad administrativa.  

 

- Que aunque el artículo 5, penúltimo párrafo, de la Ley 

de Responsabilidades faculta al Síndico Procurador para delegar la 

función de instruir y resolver el procedimiento administrativo, se 

debe emitir un acuerdo delegatorio el cual se debe hacer referencia, 

lo cual no aconteció en el caso.  

 

- Que en caso de existir un acuerdo delegatorio, este se 

debió dar a conocer y agregarse al citatorio por medio del cual se le 

emplazó a comparecer a la audiencia inicial para efecto de tener la 

oportunidad de una adecuada defensa.  

 

Décimo segundo motivo de inconformidad: 

 

- Que existe una indebida motivación en la 

individualización de la sanción plasmada en la resolución 

impugnada, en atención a lo siguiente:  

 

a) Que resulta injustificado que la autoridad haya 

calificado como grave la conducta imputada. 

 

b) Que respecto al grado de culpabilidad, la autoridad de 

forma ilegal aseguró que había obrado con conocimiento de causa 

con plena conciencia de que la conducta que se le imputo iba en 

contra de las prohibiciones, obligaciones y riesgos a que se 

encontraba sujeta, lo cual es falso. 
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c) Que en cuanto a la conveniencia de suprimir prácticas 

la autoridad no hizo un entrelazamiento entre la supuesta conducta 

que se le imputó con tal tema, ni mencionó con que pruebas analizó 

la conveniencia de suprimir esas prácticas en relación con la 

servidora pública. 

 

d) Que por lo que hace a las circunstancias 

socioeconómicas del servidor público la autoridad no mencionó con 

que pruebas analizó sus circunstancias económicas. 

 

e) Que respecto al nivel jerárquico, antecedentes y 

condiciones del servidor público, la demandada no indicó en forma 

específica, clara y congruente cuales medios de convicción tomó en 

cuenta para supuestamente acreditar que omitió atender las 

funciones que le competían y porque actuó de manera deficiente; 

asimismo, que existe una ausencia de fundamentación y motivación 

por parte de la autoridad respecto los antecedentes y condiciones 

de su persona como servidora pública. 

 

f) Que por lo que hace a las condiciones exteriores y los 

medios de ejecución, la autoridad no específica con cuales medios 

probatorios se acreditó el supuesto grado de culpabilidad ni expresa 

ningún dispositivo normativo que justifique su determinación; 

asimismo, las afirmaciones que realizó en dicho apartado no 

guardan relación alguna con las condiciones exteriores y medios de 

ejecución de la conducta que se le imputó.  

 

d) Que en el apartado de la naturaleza del bien jurídico 

tutelado y la posible vulneración del interés público o social la 

demandada no especificó a que bien jurídico se refirió ni expuso 

motivos y fundamentos que permitan observar que se vulneró el 

interés social, ni estudio prueba alguna al respecto. 

 

QUINTO.- Estudio de los motivos de inconformidad. 

 

Por cuestión de técnica jurídica, se procede al estudio de 

los motivos de inconformidad primero, tercero, séptimo y noveno, 

mismos que se analizarán en conjunto por estar relacionados entre 

sí, ya que, esencialmente, van a encaminados a sostener que no se 

actualizan ni se acreditan las faltas administrativas que le fueron 

imputadas a la parte actora. 

 

Responsabilidad administrativa:  
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En primer orden, se precisa la responsabilidad 

administrativa atribuida a la parte actora, la cual conforme al 

contenido de la copia certificada de la resolución de veintitrés de 

septiembre de dos mil diecinueve dictada por la Síndica Procuradora 

(visible a fojas 1062 a la 1141 de autos), de eficacia demostrativa plena, 

conforme a lo dispuesto por los artículos 285, fracción III, 322, 

fracción V, 323 y 405 del Código Civil Adjetivo, de aplicación 

supletoria, con fundamento en el artículo 30, tercer párrafo, de la 

Ley del Tribunal, consistió en lo siguiente: 

 

Incumplimiento a la obligación prevista en el artículo 46, 

fracción XXV, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos del Estado de Baja California, en relación con los artículos 

67, fracción II, 68 y 88 fracciones I, II y III de la Ley de Obras 

Públicas; y 25, fracción XVI, del Reglamento de la Administración 

Pública Municipal del Ayuntamiento de Tijuana, Baja California. 

 

Los artículos aludidos establecen lo siguiente:  

 

LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 
DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

 
“ARTÍCULO 46.- Todo servidor público debe desempeñar su función, 

empleo, cargo o comisión observando siempre los principios de 
Legalidad, Honradez, Lealtad, Imparcialidad y Eficiencia, actuando 
dentro del orden jurídico, respetando en todo momento la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Baja California y las Leyes, Decretos y 

Acuerdos que de una y otra emanen. 
 
En tal virtud, los servidores públicos tienen las siguientes obligaciones: 

 
(…) 

 
XXV. Las demás que establezcan las leyes, reglamentos y disposiciones 
administrativas.” 

 
LEY DE OBRAS PÚBLICAS, EQUIPAMIENTOS, SUMINISTROS Y 

SERVICIOS RELACIONADOS CON LA MISMA DEL ESTADO DE 
BAJA CALIFORNIA. 
 

“ARTÍCULO 67.- En la suspensión, rescisión administrativa o 
terminación anticipada de los contratos, deberá observarse lo 

siguiente: 
 
(…) 

 
II.- En caso de rescisión del contrato por causas imputables al 

contratista, la dependencia o entidad procederá a hacer efectivas las 
garantías y se abstendrá de cubrir los importes resultantes de trabajos 

ejecutados aún no liquidados hasta que se otorgue el finiquito 
correspondiente, lo que deberá efectuarse dentro de los treinta días 
naturales siguientes a la fecha de notificación de la rescisión. En dicho 

finiquito deberá preverse el sobrecosto, de los trabajos aun no 
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ejecutados que se encuentren atrasados conforme al programa vigente, 

teniendo como límite de dicho sobrecosto, el importe de la garantía 
correspondiente, independientemente de lo relativo a la recuperación 
de los materiales y equipos que le hayan sido entregados. 

 
(…)” 

 
“ARTÍCULO 68.- De ocurrir los supuestos contemplados en el artículo 
anterior, las dependencias o entidades en un plazo no mayor de diez 

días naturales, notificarán al contratista la suspensión, rescisión o 
terminación anticipada del contrato para que éste en un plazo similar, 

manifieste lo que a su derecho convenga, procediendo posteriormente 
a comunicarlo a la Dirección y a su órgano de control a más tardar el 
último día hábil del mes, mediante un informe referente a los actos 

realizados en el mes inmediato anterior.” 
 

“ARTÍCULO 88.- En el procedimiento para la aplicación de las 
sanciones y multas a que se refiere este capítulo, se observarán las 
siguientes reglas: 

 
I.- Se comunicará por escrito al contratista los hechos constitutivos de 

la infracción para que dentro de un término no mayor a diez días 
hábiles exponga lo que a su derecho convenga, y aporte en su caso, las 
pruebas que estime pertinentes. 

 
II.- Transcurrido el término a que hace referencia la fracción anterior y 

dentro de un plazo no mayor a diez días naturales, se resolverá 
considerando los argumentos y pruebas que se hubieran hecho valer. 

 
III.- La resolución será debidamente fundada y motivada, y se 
notificará al contratista, en un plazo de diez días hábiles después de 

que el contratista presente las pruebas que estime conveniente. 
 

En lo conducente, este artículo será aplicable en las rescisiones 
administrativas que lleven a cabo las dependencias o entidades por 
causas imputables a los contratistas o proveedores.” 

 
REGLAMENTO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL 

DEL AYUNTAMIENTO DE TIJUANA, BAJA CALIFORNIA.  
 
“ARTÍCULO 25.- Corresponde a la Secretaría de Desarrollo Urbano y 

Ecología, el despacho de los siguiente asuntos; 
 

(…) 
 
XVI. La ejecución de obras y servicios públicos a través de las 

dependencias a su cargo tendientes a la integración y mejoramiento de 
la infraestructura urbana del Municipio de Tijuana Baja California; 

 
(…)” 
 

 

Conducta: 

  

La autoridad administrativa determinó que se incumplieron 

los citados preceptos legales en razón de que la parte actora, en su 

carácter de Directora de Obras, realizó lo siguiente (fojas 1082 a la 

1088 de autos): 
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“Por otra parte la ahora presunta responsable incumple con lo establecido 

por el artículo 46, fracción XXV de la Ley de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos del Estado de Baja California en relación con los distintos 
67 fracción II, 68, 88 fracciones I, II y III de la Ley de Obras, Equipamientos, 

Suministros y Servicios relacionados con las mismas del Estado de Baja 
California, como a continuación se señala: 

 
 a).- Al artículo 67 fracción II, de la Ley de Obras, Equipamientos, 
Suministros y Servicios relacionados con las mismas del Estado de Baja 

California, en virtud de que la mencionada omitió dar inicio conforme a las 
formalidades de ley al procedimiento de rescisión del contrato, así como su 

seguimiento respecto del documento identificado como ********** (3), 
visibles a las fojas 165 -178 de la Carpeta identificada como ANEXO 
número 1 (UNO), agregada a los autos, cuyo objeto fue la realización de las 

obras “********** (3)”, por violación y a la Cláusula Tercera del referido 
instrumento al no haber iniciado la contratista la obra el día que se pactó y 

mucho menos concluirla en el plazo estipulado, omitiendo además el inicio y 
seguimiento del procedimiento con el objeto de hacer efectiva las garantías 
referidas en el mencionado contrato, (Cláusulas Sexta y Décima Quinta), 

contenidas en las Pólizas de Fianzas números, ********** (6) de fecha 
cinco de septiembre del dos mil dieciséis, expedida por ********** (5), y la 

diversa número ********** (6) de la misma fecha, la primera de ellas 
para garantizar por parte de la empresa ********** (5), el cumplimiento 
de todas y cada una de las obligaciones a su cargo derivadas del contrato 

señalado con el H. Ayuntamiento de Tijuana, Baja California, a la que se le 
entregó un anticipo por la cantidad de $198,328.43 pesos moneda nacional, 

por el concepto que se menciona; y la segunda como garantía de uso, 
aplicación o devolución del anticipo del 30% del importe total del contrato de 

obra referido de fecha cinco de septiembre del dos mil dieciséis, relacionada 
con las obras indicadas, por la cantidad de $594,985.29 pesos moneda 
nacional, el cual fue entregado a la contratista tal y como se desprende del 

contenido del oficio número ********** (4), de fecha veintisiete de abril 
de dos mil dieciocho, al cual se anexaron las facturas de la empresa que 

amparan los montos del anticipo entregado por ambas obras, en la cuenta 
bancaria a su nombre de la ********** (5), documentos que obran en las 
fojas 129-133 de autos en copia certificada, procedimientos administrativos 

que fueron omitidos en cuanto a si inicio contemplando las formalidades que 
previene la ley y sustanciación por parte de la presunta responsable, no 

siendo suficiente para tener por acreditado el Inicio del Procedimiento de 
Rescisión del Contrato de Obra Sobre la Base de Precios Unitarios y Tiempo 
Determinado de fecha cinco de septiembre del dos mil dieciséis, visible a 

fojas 165-178 del Anexo NÚMERO UNO agregando a los autos en que se 
actúa, lo expresado en el oficio número ********** (4) de fecha quince 

de mayo del dos mil diecisiete, en el que se le hizo conocimiento a la 
contratista ********** (5) entre otras cosas que: (…). 
 

 Oficio número ********** (4), notificado a la contratista el día siete 
de junio del dos mil diecisiete, advirtiéndose de la cédula respectiva la fecha 

en que debía comparecer en las oficinas de la Subdirección de Obra 
Comunitaria de la Dirección de Obras e Infraestructura Urbana Municipal del 
H. XXII Ayuntamiento de Tijuana, Baja California, para el efecto de que se 

realizarán las aclaraciones correspondientes y presentar las evidencias 
documentales solicitadas, citadas en el oficio de referencia, notificando a su 

vez el Inicio del Procedimiento Administrativo de Rescisión; apreciándose 
de la referida notificación que la misma fue para el efecto de que 
exhibiera en su caso la contratista documentación con las que 

acreditará el cumplimiento de los pagos requeridos por penalidades 
correspondientes a trabajos no ejecutados por concepto de penas 

convencionales, así como el reintegro de la suma entregada como 
anticipo en su oportunidad más los intereses correspondientes, por 
las cantidades señaladas; acciones diversas a la que en realidad 
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debió haber realizado la presunta responsable, con el fin de dar inicio 

al Procedimiento de Rescisión de Contrato por incumplimiento a la 
Cláusula Tercera de dicho instrumento, al no haber iniciado ni 
concluido las obras del tiempo pactado, y como consecuencia de ella 

la violación a la Cláusula Décima Octava del citado instrumento en la 
que se estableció como causas de rescisión del contrato por parte por 

del Ayuntamiento entre obras: (1).-  Que El CONTRATISTA no inicie los 
trabajos objeto de este contrato, en la fecha en que por escrito le haya 
señalado EL AYUNTAMIENTO; (4).- Que EL CONTRATISTA no de 

cumplimiento al programa de ejecución de los trabajos y, a juicio de EL 
AYUNTAMIENTO, del atraso  pueda dificultarla terminación satisfactoria de los 

trabajos en el o los plazos estipulados, inicio de procedimiento de rescisión 
del contrato que no se visualiza ni se justica en autos y que erróneamente 
confunde con un requerimiento de pago de penalidades y devolución del 

anticipo que le fue entregado a la contratista en su oportunidad, pero que de 
ninguna forma se asimila a la acción que debió de iniciar con la finalidad de 

rescindir el contrato en cuestión, incumplimiento que se le reclama en el 
presente asunto, advirtiéndose en consecuencia la infracción al artículo 62 
del Reglamento de la Ley de Obras, Equipamientos, Suministros y Servicios 

relacionados con la misma del Estado de Baja California, así como del artículo 
46 fracción XV de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, al 

haber faltado a los principios de legalidad y eficiencia, en atención a que dejo 
de aplicar las disposiciones previstas en la citada normatividad para iniciar y 
substanciar los procedimientos administrativos señalados anteriormente, no 

obstante de que tenía conocimiento de los incumplimientos en que la 
contratista había incurrido al contrato de obra celebrado para la realización 

de las obras en comento, lo que se traduce en falta de eficiencia en cuanto a 
las labores que encontraba obligado a realizar, por los motivos expuestos. 

 
 Lo mismo cabe decir respecto a la información que consta en el oficio 
número ********** (4) de fecha veintinueve de diciembre del dos mil 

dieciséis, por lo que supuestamente determina el inicio del Procedimiento de 
Rescisión del Contrato de marras ya que el simple aviso señalado no cumple 

con los requisitos que previene el artículo 62 del Reglamento de la Ley de 
Obras, Equipamientos, Suministros y Servicios relacionados con las mismas 
del Estado de Baja California y 67 fracción II de la Ley de Obras, 

Equipamientos, Suministros y Servicios relacionados con las misma del 
Estado de Baja California tales como el haber hecho efectivas las garantías y 

abstenerse de cubrir los importes resultantes de los trabajos aún no 
liquidados hasta que se otorgue el finiquito correspondiente: 
 

(…) 
 

Cabe precisar que en su perjuicio obra el oficio ********** (4) de fecha 
once de diciembre del dos mil dieciocho suscrito por el Consejero Jurídico 
Municipal, visible a fojas 516-520 de autos, por el que entre otras cosas 

refiere en el punto 6 el procedimiento a seguir para el caso de cumplimiento 
al contrato por parte de la contratista siendo el siguiente: 

 
(…) 

 

 Por lo tanto del texto del precepto señalado se observa con toda claridad 
el procedimiento que el Reglamento de la Ley de Obras, Equipamientos, 

Suministros y Servicios relacionados con la misma del Estado de Baja 
California, obliga seguir para los casos de incumplimientos por causas 
imputables a la contratista, respecto de las obligaciones contraídas en las 

cláusulas contractuales, pudiendo ser los pactos rescindidos por las 
dependencias o entidades, conforme al procedimiento que prevé el numeral 

indicado, el cual en autos no se observa su inicio ni su seguimiento por parte 
de la presunta responsable, cuya obligación le correspondía, tales como el 
dictado del acuerdo de inicio emitido por la dependencia mismo que debió 
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contener una relación sucinta los hechos que configuraban la causal de 

rescisión (Incumplimiento a la Cláusula Tercera del Contrato de Obra, 
celebrado con el Ayuntamiento de Tijuana, Baja California), señalando los 
medios de convicción que la acredite, así como la determinación  de rescindir 

el contrato lo que no ocurre en el presente asunto; debiendo notificar a la 
contratista en forma personal para que en el término previsto por la ley 

exponga lo que en derecho corresponda aportando en su caso las pruebas 
que estime pertinentes, circunstancia que no pudo ocurrir en atención a las 
omisiones descritas anteriormente al no haberse precisado con exactitud las 

causales de rescisión; por lo que era imposible la recepción y práctica de 
pruebas así como su admisión y preparación,  en la forma que previene la 

normatividad aplicable, en atención a las deficiencias señaladas, lo que 
derivó en la imposibilidad de celebrar la audiencia prevista en la ley aplicable, 
y como consecuencia de lo antes señalado el impedimento total de la 

substanciación del procedimiento previsto en el artículo 62 del citado 
Reglamento, tal y como lo refiere el Conserje jurídico Municipal, en el oficio 

número ********** (4) señalado líneas arriba, visible a fojas 516-517 de 
autos, al establecer que es a la dependencia contratante (DOIUM) a quien le 
compete instaurar el procedimiento de rescisión cuyo Titular lo era 

precisamente la ahora presunta responsable, opinión que aunque no tiene 
carácter obligatorio la misma es acorde con lo previsto por el artículo 46 

fracción XV de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, al 
haber faltado a los principios de legalidad y eficiencia, en atención a que dejó 
de aplicar las disposiciones previstas en la citada normatividad para iniciar y 

substanciar los procedimientos administrativos señalados anteriormente, no 
obstante de que tenía conocimiento de los incumplimientos en que la 

contratista había incurrido al contrato de obra celebrado para la realización 
de las obras en comento, lo que se traduce en falta de eficiencia en cuanto a 

las labores que se encontraba obligada a realizar, en relación con el artículo 
67 fracción II, de la Ley de Obras, Equipamientos, Suministros y Servicios 
relacionados con las mismas del Estado de Baja California, y 62 de su 

respectivo Reglamento, por los motivos expuestos con anterioridad. 
 

 Por otro lado la presunta responsable al haber omitido el inicio del 
procedimiento rescisorio del contrato señalado conforme a las formalidades 
establecidas en la ley, así como el incumplimiento en cuanto al seguimiento 

del procedimiento para hacer efectivas las Pólizas de Fianzas aludidas, 
conforme lo previene los artículos 4 y 44 inciso c) de la Ley de Hacienda 

Municipal del Estado de Baja California, y el distinto 22 fracciones III, XXIII y 
XXXV del Reglamento de la Administración Pública Municipal del 
Ayuntamiento de Tijuana, Baja California, ello en atención a que el sumario 

que nos ocupa no existe evidencia alguna de que se advierta que la presunta 
responsable haya dado vista con las anomalías detectadas y que fueron 

observadas por la presunta responsable en su momento, a Tesorería 
Municipal con las intenciones de que esta dependencia realizará lo que en 
derecho le correspondía, tal y como lo refiere el Consejero Jurídico Municipal, 

en el oficio número ********** (4) de fecha seis de julio del dos mil 
dieciocho, visible a fojas 297-299 de autos, al establecer que la autoridad 

competente para dar inicio al procedimiento para hacer efectivas las fianzas, 
lo es el Tesorero Municipal como ente Fiscal, lo que encuentra sustento 
jurídico en la normatividad señalada, circunstancia que no llevó a cabo la 

presunta responsable, en atención a que en autos no existe documentación o 
soporte alguno que demuestre tanto el inicio, sustanciación y resolución del 

procedimiento administrativo, instaurado en contra de la empresa 
********** (5), con el objeto de hacer efectiva las fianzas señaladas y 
mucho menos que se le haya dado la intervención debida de la Tesorería 

Municipal del Ayuntamiento de Tijuana, para cumplir con tal fin, omisión que 
configura en consecuencia la infracción a lo previsto por el artículo 46 

fracción XV de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, al 
haber faltado a los principios de legalidad y eficiencia, en atención a que dejó 
de aplicar las disposiciones previstas en la citada normatividad para iniciar y 
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substanciar los procedimientos administrativos señalados anteriormente, no 

obstante de que tenía conocimiento de los incumplimientos en que la 
contratista había incurrido al contrato de obra celebrado para la realización 
de las obras en comento, lo que se traduce en falta de eficiencia en cuanto a 

las labores que encontraba obligada a realizar, en relación con el artículo 67 
fracción II, de la Ley de Obras, Equipamientos, Suministros y Servicios 

relacionados con las misma del Estado de Baja California, y 62 de su 
respectivo Reglamento, por los motivos expuestos con anterioridad. 
 

 b).- El artículo 68 de la Ley de Obras, Equipamientos, Suministros y 
Servicios relacionados con las misma del Estado de Baja California, fue 

infringido por la presunta responsable, en razón de que no obstante de 
haberse percatado de las irregularidades en que había incurrido la contratista 
respecto de las obligaciones al contrato identificado como ********** (3), 

adjudicado a la empresa ganadora, mismas que han quedado debidamente 
descritas en líneas anteriores, omitió dentro del plazo de diez días para 

notificar a la persona moral señalada, la rescisión del contrato mencionado, 
debiendo otorgarle un plazo similar para que manifestara lo que a su derecho 
conviniera, omitiendo además hacerlo del conocimiento de este Órgano de 

Control a más tardar el último día hábil del mes, mediante in informe 
referente a los actos realizados en el mes inmediato anterior, conforme lo 

previene el artículo 62 de la Ley de Obras, Equipamientos, Suministros y 
Servicios relacionados con las misma del Estado de Baja California; no siendo 
suficiente la información que consta en el oficio  ********** (4) de fecha 

veintinueve de diciembre del dos mil dieciséis, visibles a fojas 23-25 de 
autos, en el que se señala de manera general sin cumplir con los requisitos 

que precisa el referido artículo 62 de la Ley de Obras Públicas, el supuesto 
inicio del Procedimiento de Rescisión del contrato celebrado, ya que el simple 

aviso o requerimiento por el que informa a la contratista, la aplicación de las 
penas convencionales correspondientes por incumplimiento del contrato en 
cuestión, por causas imputables a ella, así como la solicitud de devolución del 

anticipo convenido entregado oportunamente, y por último el supuesto inicio 
del Procedimiento de Rescisión del contrato, dichas manifestaciones en nada 

le favorecen a la presunta responsable, para tener cumplidos a su vez con los 
requisitos previene el artículo 68 de la Ley de Obras, Equipamientos, 
Suministros y Servicios relacionados con las misma del Estado de Baja 

California, tales como la notificación de la citada rescisión para que en el 
plazo de diez días naturales manifestara lo que a su derecho conviniera, y 

posteriormente fuera comunicado al Órgano de Control, de lo que se 
concluye la violación al precepto en comento así como al diverso artículo 46 
fracción XV de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, al 

haber faltado a los principios de legalidad y eficiencia, en atención a que dejó 
de aplicar las disposiciones previstas en la citada normatividad para iniciar y 

substanciar los procedimientos administrativos señalados anteriormente, no 
obstante de que tenía conocimiento de los incumplimientos en que la 
contratista había incurrido al contrato de obra celebrado para la realización 

de las obras en comento, lo que se traduce en la falta de eficiencia en cuanto 
a las  labores que encontraba obligada a realizar, en relación al artículo 67 

fracción II de su respectivo Reglamento, por los motivos expuestos con 
anterioridad. 
 

 Lo mismo cabe decir en relación a los incumplimientos que la presunta 
responsable realizo al  no observar lo establecido en el artículo 25 fracción 

XVI del Reglamento de la Administración Pública Municipal del Ayuntamiento 
de Tijuana, Baja California, al no vigilar la ejecución de las obras publicas 
referidas, omitiendo hacerlo del conocimiento del Órgano de Control, de tales 

incumplimientos, así como del seguimiento dado a las penalidades a las que 
se hizo acreedora la contratista sin que a la fecha se haya realizado pago 

alguno por dicho concepto, tal y como se advierte en el oficio numero 
********** (4)  de veinte de noviembre de dos mil dieciocho, suscrito por 
el Tesorero Municipal visibles a fojas 492 de autos, del que se desprende que 



 

SENTENCIA DE SALA 

EXPEDIENTE 65/2019 S.E. 

 

 

 
 

 

 

PÁGINA 15 

no se localizó registro de pago por concepto de penas convencionales, por 

parte de la contratista ********** (5), y procedimiento que debió 
instaurarse por conducto del Departamento de Gestión y Coordinación Legal 
adscrito a la Dirección de Obras e Infraestructura Urbana Municipal, 

circunstancias en autos no advertida, derivándose de lo anterior el 
incumplimiento, a lo previsto por el 68 de la Ley de Obras, Equipamientos, 

Suministros y Servicios relacionados con las misma del Estado de Baja 
California, en relación con los diversos 25 fracción XVI del Reglamento de la 
Administración Pública del Ayuntamiento de Tijuana, Baja California, así 

como el distinto 48 fracción III del Reglamento Interno de la Secretaría de 
Desarrollo Urbano y Ecología Municipal de Tijuana, Baja California, al haber 

omitido salvaguardar los intereses  del Ayuntamiento implementando las 
medidas de apremio en contra de la contratista de las obras adjudicadas por 
los motivos antes expuestos, de lo que se concluye la violación al diverso 46 

fracción XXV de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del 
Estado de Baja California, al haber faltado a los principios de legalidad y 

eficiencia, en atención a que dejó de aplicar las disposiciones previstas en la 
citada normatividad para iniciar y substanciar los procedimientos 
administrativos señalados anteriormente, no obstante de que tenía 

conocimiento de los incumplimientos en que la contratista había incurrido al 
contrato de obra celebrado para la realización de las obras en comento, lo 

que se traduce en falta de eficiencia en cuanto a las labores que encontraba 
obligada a realizar, en relación con el artículo 67 fracción II, de la Ley de 
Obras, Equipamientos, Suministros y Servicios relacionados con las misma 

del Estado de Baja California, y 62 de su respectivo Reglamento, por los 
motivos expuestos con anterioridad. 

 
 c).- Al artículo 88 de la Ley de Obras, Equipamientos, Suministros y 

Servicios relacionados con las misma del Estado de Baja California, precepto 
que hoy la presunta responsable infringe en relación con el diverso 46 
fracción XXV de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del 

Estado de Baja California, en atención a que de las constancias obrantes en 
la Carpeta Técnica que como Anexo  (UNO) se agregó al oficio número 

********** (4), de fecha quince de noviembre del dos mil diecisiete, 
visible a fojas 01-05 de autos, del análisis de la totalidad de estas, se 
observa que la presunta responsable no instruyó el procedimiento 

administrativo para la aplicación de sanciones y multas al haber incumplido 
la contratista con las obligaciones contractuales previstas en la cláusula 

TERCERA del contrato celebrado entre el Director de Obra e Infraestructura 
Municipal y la empresa ********** (5), el día cinco de septiembre de dos 
mil dieciséis, en la que se estipuló como plazo de ejecución de la obra el de 

50 (Cincuenta) días naturales, debiendo dar inicio el doce de septiembre del 
dos mil dieciséis, concluyendo en treinta y uno de octubre del año citado, 

conforme al Catálogo de Conceptos y Programa de Obra visible a fojas 
461-467 y 303-311 de la Carpeta identificada como ANEXO numero 1 
(UNO),  agregada a los autos respectivamente; y no obstante que se le hizo 

la entrega del anticipo pactado a la empresa beneficiada con la obra, 
incumplió el inicio de esta dentro del término convenido, ya que se observó 

el 0.00% por ciento de avance, tal y como ha quedado de manifiesto en el 
muestreo realizado por el Director de Contraloría de Sindicatura Procuradora 
del H. XXII Ayuntamiento de Tijuana, Baja California, el día quince de 

noviembre del dos mil diecisiete, descrito en el oficio ********** (4),  en 
el que se concluyó que la empresa contratada no realizó ejecución alguna en 

la obra licitada, de acuerdo a lo asentado en las actas circunstanciadas 
ambas de fecha veintiocho de diciembre del dos mil dieciséis, visibles a fojas 
26 y 29 de autos, suscritas por la arquitecta ********** (1), Subdirectora 

de Obra Comunitaria, DOIUM, en las que quedó expresado que no existen 
trabajos ejecutados a la fecha (veintiocho de diciembre de dos mil dieciséis), 

no obstante de que según el programa de obra señalaba como día de 
terminación el treinta y uno de octubre de dos mil dieciséis; así mismo con el 
oficio número ********** (4), de fecha catorce de diciembre del dos mil 
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dieciséis, suscrito por la arquitecta ********** (1), Directora de Obra e 

Infraestructura Urbana Municipal del H. XXII Ayuntamiento de Tijuana, Baja 
California, visible a fojas 19 de autos, recibido por el Residente de la Obra de 
la empresa obligada, el catorce de diciembre del dos mil dieciséis, en el que 

se le hace de su conocimiento que ante el evidente incumplimiento de la 
empresa ********** (5), adicional a las penalidades a las que se hizo 

acreedor se determinó el inicio del procedimiento de rescisión de contrato, 
requiriéndosele para que en termino de tres días manifestara por escrito lo 
que a su derecho conviniera; violación al contrato referido que se patentizó a 

su vez con el ocurso de respuesta por parte de la empresa contratada visible 
a fojas 21-21 de autos, de fecha dieciséis de diciembre de dos mil dieciséis, 

en el que se reconoce el incumplimiento, al decir que “Que de acuerdo a lo 
antes manifestado lamentablemente por causas ajenas a nuestra voluntad no 
fue posible cumplir con los tiempos de ejecución del contrato, sin embargo 

contamos con todo lo necesario y las luminarias de mejor calidad existentes 
en la propia ciudad de Tijuana, Baja California, de hecho estamos en 

posibilidad de terminar el trabajo en un plazo máximo de quince días si nos 
da la oportunidad, garantizamos la satisfacción total a la terminación de 
dicho contrato”, respuesta en nada satisfacía lo convenido en el contrato ya 

que la contratista, en atención a que lo que pretendía esta lo era un cambio 
radical en las luminarias pactadas en el contrato, por otras distintas a las que 

se obligó en dicho documento; incumplimiento que a su vez demostró en 
autos con el oficio ********** (4), de fecha veintinueve de diciembre de 
dos mil dieciséis, suscrito por la presunta responsable visible a fojas 23-25 

de autos, en el que se le informó a la contratista el inicio del Procedimiento 
de Rescisión de contrato con todas las implicaciones jurídicas que ello 

conllevaba, sin embargo del citado oficio se advierte que lo que en realidad, 
se notifica a la empresa ********** (5), lo es un requerimiento de pago 

por concepto de penas convencionales por incumplimiento en la ejecución de 
las obras contratadas, y del reintegro del anticipo otorgado y no ejercido en 
atención al acta circunstanciada de veintiocho de diciembre del dos mil 

dieciséis, así como las consecuencias legales correspondientes a que se hará 
acreedora en caso de incumplimiento a dicho requerimiento de pago; 

demostrándose con todo lo anterior la omisión del inicio al procedimiento 
administrativo para la aplicación de las sanciones y multas, conforme a los 
lineamientos previsto en el artículo 88 de la Ley de Obras, Equipamientos, 

Suministros y Servicios relacionados con las misma del Estado de Baja 
California, el cual debió concluir con resolución debidamente fundada y 

motivada, misma que no consta en autos, en atención a que como se ha 
dicho el citado procedimiento no dio inicio cumpliendo con las formalidades 
de ley, así como del artículo 46 fracción XXV de la Ley de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos del Estado de Baja California, al haber faltado a los 
principios de legalidad y eficiencia, en atención a que dejó de aplicar las 

disposiciones previstas en la citada normatividad para iniciar y substanciar 
los procedimientos administrativos señalados anteriormente, no obstante de 
que tenía conocimiento de los incumplimientos en que la contratista había 

incurrido al contrato de obra celebrado para la realización de las obras en 
comento, lo que se traduce en falta de eficiencia en cuanto a las labores que 

encontraba obligada a realizar. 
(…)” 

 

De lo anterior, se advierte que las imputaciones de la 

autoridad en contra de la parte actora consistieron en que, en 

relación al contrato de obra pública número ********** (3), 

celebrado entre el Ayuntamiento de Tijuana y la empresa contratista 

denominada ********** (5):  

 

1) Incumplió con lo previsto en el artículo 67, fracción II, 

de la Ley de Obras Públicas en razón que:  
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1.1.- Omitió dar inicio conforme a las formalidades de ley al 

procedimiento de rescisión del contrato, así como su seguimiento.  

 

1.2.- Omitió el inicio y seguimiento del procedimiento 

administrativo con el objeto de hacer efectiva las garantías referidas 

en el contrato contenidas en las pólizas de fianzas que otorgó la 

empresa contratista. 

 

1.3.- No dio vista a Tesorería Municipal del Ayuntamiento 

de Tijuana a efecto de que hiciera efectiva las garantías relatadas 

en el punto anterior. 

 

2) Incumplió con lo previsto en el artículo 68, de la Ley de 

Obras Públicas atendiendo a que:  

 

2.1.- No notificó en el plazo de diez días a la empresa 

contratista la rescisión del contrato. 

 

2.2- Omitió hacer del conocimiento al órgano de control la 

rescisión del contrato mediante el informe que refiere el citado 

artículo 68. 

 

3) Incumplió con lo previsto en el artículo 88 de la Ley de 

Obras Públicas en virtud de que: 

 

3.1.- No instruyó el procedimiento administrativo para la 

aplicación de sanciones y multas al haber incumplido la contratista 

con sus obligaciones contractuales. 

 

4) Incumplió con lo previsto en el artículo 25, fracción XVI, 

del Reglamento de la Administración Pública Municipal del 

Ayuntamiento de Tijuana, Baja California, puesto que: 

 

4.1.- No vigiló la ejecución de las obras públicas, omitiendo 

hacerlo del conocimiento al Órgano de Control de los 

incumplimientos, así como del seguimiento dado a las penalidades a 

las que se hizo acreedora la empresa contratista.  

 

Precisado lo anterior, se procede al estudio de la 

responsabilidad de la parte actora conforme a lo expuesto en la 

resolución impugnada. 
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1.- Falta administrativa a lo dispuesto en la fracción 

XXV del artículo 46 la Ley de Responsabilidades, en relación 

con el artículo 67, fracción II, de la Ley de Obras Públicas. 

 

Como se expuso, la autoridad demandada determinó en la 

resolución impugnada que la parte actora era responsable 

administrativamente de los citados preceptos legales, en virtud que 

en su carácter de Directora de Obras: 

 

1.1.- Omitió dar inicio conforme a las formalidades de ley 

al procedimiento de rescisión del contrato, así como su 

seguimiento.  

 

1.2.- Omitió el inicio y seguimiento del procedimiento 

administrativo con el objeto de hacer efectiva las garantías referidas 

en el contrato contenidas en las pólizas de fianzas que otorgó la 

empresa contratista. 

 

1.3.- No dio vista a Tesorería Municipal del Ayuntamiento 

de Tijuana a efecto de que hiciera efectiva las garantías relatadas 

en el punto anterior. 

 

- Estudio relativo a la conducta indicada en el punto 1.1. 

antes señalado. 

 

Respecto a la conducta imputada a la demandante 

consistente en la actora omitió dar inicio conforme a las 

formalidades de ley al procedimiento de rescisión del contrato, así 

como su seguimiento, es fundado lo alegado por la demandante en 

los motivos de inconformidad primero y séptimo, en el sentido 

de que la autoridad demandada no realizó un adecuado estudio de 

las acciones que realizó como Directora de Obras para dar por 

rescindido el contrato de obra, ya que no fue omisa en dar inicio al 

procedimiento administrativo de rescisión del contrato de obra 

número ********** (3). 

Esto es así, en virtud de que de las constancias obrantes en 

el procedimiento administrativo de responsabilidad ********** (2) 

se aprecia que, contrario a lo sostenido por la autoridad demandada 

en la resolución impugnada, la parte actora en su carácter de 

Directora de Obras si inició el procedimiento de rescisión del 

contrato de obra número ********** (3). 

 

Se explica.  
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En efecto, del expediente administrativo ********** (2), el 

cual fue aportado en copia certificada al presente juicio (visible a 

fojas 225 a la 1726 de autos), de eficacia demostrativa plena, 

conforme a lo dispuesto por los artículos 285, fracción III, 322, 

fracción V, 323 y 405 del Código Civil Adjetivo, de aplicación 

supletoria, con fundamento en el artículo 30, tercer párrafo, de la 

Ley del Tribunal, se aprecia que obran los siguientes medios 

probatorios: 

 

1.- Oficio ********** (4) de catorce de diciembre de 

dos mil dieciséis, signado por la Directora de Obras, por el cual 

informa a la empresa contratista que ante el incumplimiento del 

contrato de obra   número ********** (3), trae como 

consecuencia que se determine el inicio del procedimiento de 

rescisión de contrato; asimismo, le requiere para que en tres días 

manifieste por escrito lo que a su derecho convenga y expongan las 

razones por las cuales no ha cumplido el contrato y realice el pago 

de las penas convencionales que le fueron hechas de su 

conocimiento (visible a foja 243 de autos). 

 

2.- Oficio ********** (4) suscrito por la Directora de 

Obras el siete de febrero de dos mil diecisiete, en el que 

informó al Director de Contraloría de la Sindicatura Procuradora 

Municipal del Ayuntamiento de Tijuana que el personal operativo de 

la Subdirección de Obra Comunitaria se encuentra integrando el 

expediente de obra para remitirlo a la Dirección Jurídica Municipal 

del Ayuntamiento de Tijuana para solicitarle las acciones legales 

correspondientes (visible a foja 260 de autos).  

 

3.- Oficio ********** (4) por el cual la Directora de Obras 

remitió el veinticuatro de febrero de dos mil diecisiete a la 

Consejería Jurídica Municipal del Ayuntamiento de Tijuana el 

expediente de obra número ********** (3) para efectos de que se 

ejerzan las acciones legales correspondientes (visible a fojas 261 a la 

264 de autos). 

4.- Oficio ********** (4) de veintinueve de marzo de 

dos mil diecisiete, signado por el Consejero Jurídico Municipal del 

Ayuntamiento de Tijuana, por el cual informa a la Directora de 

Obras que la dependencia a su cargo es quien deberá realizar el 

procedimiento de rescisión previsto en el artículo 62 del Reglamento 

de la Ley de Obras Públicas, por lo que regresa la documentación 

que le fue enviada para que se sirva instaurar el procedimiento 

correspondiente (visible a fojas 266 a la 267 de autos). 
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5.- Acta circunstanciada de incumplimiento, levantada por 

la Subdirectora de Obra Comunitaria de la Dirección de Obras el 

trece de abril de dos mil diecisiete, en la que determinó que se 

acreditan elementos suficientes para llevar a cabo la rescisión del 

contrato número ********** (3) por causas imputables al 

contratista (visible a fojas 286 a la 288 de autos). 

 

6.- Acta circunstanciada levantada el diecisiete de abril 

de dos mil diecisiete por la Directora de Obras, por la cual 

determinó dar inicio al procedimiento de rescisión del 

contrato administrativo de obra número ********** (3) por 

causas imputables al contratista (visible a fojas 289 a la 290 de autos). 

 

7.- Oficio ********** (4) de doce de abril de dos mil 

diecisiete, por el cual la Directora de Obras solicitó al Consejero 

Jurídico Municipal de Tijuana revise y de visto bueno de los 

formatos de notificación a la empresa contratista del inicio del 

procedimiento de rescisión del contrato número ********** (3) 

(visible a fojas 270 a la 271 de autos). 

 

8.- Oficio CJM/DJC/2259/17 de nueve de mayo de dos 

mil diecisiete, signado por el Consejero Jurídico Municipal del 

Ayuntamiento de Tijuana, por el cual informa a la Directora de 

Obras que una vez revisados y analizados los formatos de 

notificación, se validaron por encontrarse ajustados a derecho 

(visible a foja 273 de autos). 

 

9.- Oficio ********** (4) de quince de mayo de dos mil 

diecisiete, por el cual la Directora de Obras emite acuerdo de  

notificación a la empresa contratista del inicio de 

procedimiento de rescisión administrativa del contrato 

número ********** (3) (visible a fojas 282 a la 283 de autos). 

 

10.- Acta de notificación de siete de junio de dos mil 

diecisiete, por la cual se notificó a la empresa contratista el 

inicio de procedimiento de rescisión administrativa del 

contrato de obra pública número ********** (3) (visible a fojas 

279 a la 281 de autos). 

 

11.- Escrito suscrito por el representante legal de la 

empresa contratista, con sello de recibido de la Dirección de Obras e 

Infraestructura Municipal de doce de junio de dos mil diecisiete, 

por el cual, en atención al acuerdo contenido en oficio ********** 

(4) de quince de mayo de dos mil diecisiete, solicitó ampliación del 
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plazo otorgado en dicho acuerdo a diez días, para efecto de 

impugnar la rescisión de contrato (visible a fojas 291 a la 292 de autos). 

 

12.- Escrito suscrito por el representante legal de la 

empresa contratista, con sello de recibido de la Dirección de Obras e 

Infraestructura Municipal de veintisiete de junio de dos mil 

diecisiete, por el cual remite información respecto la marca de 

luminarias “********** (5)” que ofrecen para las obras asignadas, 

dado que cumplen todo lo necesario para cubrir en su totalidad con 

las garantías y calidad que el municipio requiere (visible a fojas 293 a 

la 331 de autos). 

 

13.- Oficio ********** (4) de treinta de junio de dos 

mil diecisiete, signado por la Directora de Obras y dirigido al 

Director de Servicios Públicos Municipales, por el cual se solicitó 

opinión técnica respecto al comparativo en rendimiento, 

funcionamiento, componentes y ventajas de las luminarias licitadas 

por el Ayuntamiento de Tijuana respecto a la propuesta presentada 

por la empresa contratista (visible a foja 341 de autos). 

  

14.- Oficio ********** (4) de once de julio de dos mil 

diecisiete, por el cual la Directora de Obras informó al Director de 

Contraloría de la Sindicatura Procuradora Municipal del 

Ayuntamiento de Tijuana que la empresa contratista impugnó el 

procedimiento de rescisión del contrato de obra, motivo por el cual 

la fecha de la audiencia correspondiente para que ésta manifieste y 

exponga lo que a su derecho convenga está por definirse en base al 

dictamen técnico solicitado a la Dirección de Servicios Públicos 

Municipales (visible a foja 342 de autos). 

 

15.- Acuerdo de tres de julio de dos mil diecisiete, 

suscrito por la Directora de Obras, por el cual, a fin de no 

transgredir el derecho de audiencia de la empresa contratista, le 

concedió plazo de siete días adicionales para que exponga lo que a 

su derecho convenga respecto a la determinación de rescisión de 

contrato y ofrezca las pruebas que estime pertinentes, atendiendo a 

que inicialmente se le había concedido plazo de tres días cuando la 

normatividad aplicable establece un plazo límite de diez días (visible 

a fojas 339 a la 340 de autos).   

 

16.- Acta de notificación de siete de julio de dos mil 

diecisiete, por la cual se notificó a la empresa contratista el 

acuerdo relatado en el punto anterior (visible a fojas 336 a la 338 de 

autos). 
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17.- Oficio ********** (4) con sello de recibido de 

dieciocho de julio de dos mil diecisiete, por el cual el Director 

de Servicios Públicos Municipales informó a la Directora de Obras 

que la propuesta de luminaria de la empresa contratista resulta 

inferior a la solicitada por el Ayuntamiento de Tijuana y no se 

recomienda que sea aceptada (visible a fojas 343 a la 345 de autos). 

 

18.- Oficio ********** (4) de diecisiete de julio de dos 

mil dieciocho, en el que la Directora de Obras informó al 

Secretario de Desarrollo Urbano que el veinticinco de julio de dos 

mil diecisiete se remitió a la Dirección Jurídica Municipal mediante 

oficio ********** (4) formato de proyecto de resolución de 

rescisión de contrato para su revisión, análisis y visto bueno; 

asimismo, que en virtud de los cambios en la Subdirección de Obra 

Comunitaria tanto del personal técnico como administrativo se 

procedió a remitir de nueva cuenta mediante oficio ********** (4) 

a la citada dirección el referido proyecto de resolución (visible a fojas 

458 a la 462 de autos). 

 

19.- Oficio ********** (4) de cuatro de julio de dos mil 

dieciocho, por el cual la Directora de Obras solicita al  Consejero 

Jurídico Municipal de Tijuana remita acuse del oficio ********** 

(4); asimismo, le remite proyecto de resolución de rescisión del 

contrato número ********** (3) para su revisión, análisis y visto 

bueno (visible a foja 519 de autos). 

 

20.- Oficio ********** (4) de seis de julio de dos mil 

dieciocho, suscrito por el Consejero Jurídico Municipal de Tijuana, 

en el cual informa a la Directora de Obras  que no se encontró 

registro del oficio ********** (4) y que se analizó y revisó el 

formato de rescisión del contrato, al que se le hicieron algunas 

observaciones, destacando entre ellas la relativa al resolutivo 

segundo, referente a que la autoridad competente para dar inicio al 

procedimiento para hacer efectivas las fianzas es el Tesorero 

Municipal (visible a fojas 521 a la 529 de autos). 

 

21.- Acta circunstanciada de siete de enero de dos mil 

diecinueve, por el cual ********** (1), en su carácter de Director 

de Obras e Infraestructura Municipal, determinó procedente tener 

por rescindida la relación contractual que existía entre el 

Ayuntamiento de Tijuana y la empresa contratista por virtud del 

contrato de obra pública número ********** (3), así como hacer 

remisión al Tesorero Municipal del Ayuntamiento de Tijuana de 

todos los documentos necesarios para hacer efectivas las fianzas 

(visible a fojas 756 a la 763 de autos). 
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22.- Nombramiento de la parte actora como Directora de 

Obras, por el periodo de primero de diciembre de dos mil 

dieciséis al treinta de septiembre de dos mil diecinueve 

(visible a foja 567 de autos). 

 

23.- Nombramiento de la parte actora como Jefe del 

Departamento de Bienes Inmuebles de Oficialía Mayor del 

Ayuntamiento de Tijuana, por el periodo de veinte de agosto de 

dos mil dieciocho al treinta de septiembre de dos mil 

diecinueve (visible a foja 767 de autos). 

 

Documentales respecto las cuales, como señaló la parte 

actora en su motivo de inconformidad, la autoridad no hizo un 

análisis íntegro en virtud de que dichas probanzas, al haber sido 

aportadas en copia certificada al procedimiento administrativo de 

responsabilidad ********** (2), son aptas para acreditar lo 

siguiente:  

 

A) Que la parte actora ocupo el cargo de Directora de Obras 

del periodo correspondiente al primero de diciembre de dos mil 

dieciséis al diecinueve de agosto de dos mil dieciocho. 

 

B) Que el trece de abril de dos mil diecisiete la  

Subdirectora de Obra Comunitaria de la Dirección de Obras e 

Infraestructura Municipal determinó que se acreditan elementos 

suficientes para llevar a cabo la rescisión del contrato número 

********** (3) por causas imputables al contratista. 

 

C) Que el diecisiete de abril de dos mil diecisiete la 

Directora de Obras determinó dar inicio al procedimiento de 

rescisión del contrato administrativo de obra número 

********** (3) por causas imputables al contratista. 

 

D) Que el quince de mayo de dos mil diecisiete la 

Directora de Obras emitió acuerdo de notificación a la empresa 

contratista del inicio de procedimiento de rescisión administrativa 

del contrato número ********** (3). 

 

E) Que el siete de junio de dos mil diecisiete se notificó 

a la empresa contratista el inicio de procedimiento de rescisión 

administrativa del contrato de obra pública número ********** 

(3). 
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F) Que el doce de junio de dos mil diecisiete el 

representante legal de la empresa contratista solicitó ampliación del 

plazo de tres días otorgado en acuerdo de quince de mayo de dos 

mil diecisiete a diez días, para efectos de impugnar la rescisión del 

contrato. 

 

G) Que el treinta de junio de dos mil diecisiete la 

Directora de Obras solicitó al Director de Servicios Públicos 

Municipales opinión técnica respecto al comparativo en rendimiento, 

funcionamiento, componentes y ventajas de las luminarias licitadas 

por el Ayuntamiento de Tijuana respecto a la propuesta presentada 

por la empresa contratista. 

  

H) Que el tres de julio de dos mil diecisiete la Directora 

de Obras emitió acuerdo en el que concedió plazo de siete días 

adicionales a la empresa contratista para que exponga lo que a su 

derecho convenga respecto a la determinación de rescisión de 

contrato y ofrezca las pruebas que estime pertinentes.   

 

I) Que el siete de julio de dos mil diecisiete se notificó a 

la empresa contratista el acuerdo de tres del mismo mes y año. 

 

J) Que el seis de julio de dos mil dieciocho el Consejero 

Jurídico Municipal de Tijuana informó a la Directora de Obras que se 

analizó y revisó el formato de resolución de rescisión del contrato, al 

que se le hicieron algunas observaciones, destacando entre ellas la 

relativa al resolutivo segundo, referente a que la autoridad 

competente para dar inicio al procedimiento para hacer efectivas las 

fianzas es el Tesorero Municipal. 

 

 

K) Que el siete de enero de dos mil diecinueve, después 

de concluido el cargo de la actora como Directora de Obras, se 
determinó por parte del siguiente titular de la Dirección de Obras e 

Infraestructura Municipal tener por rescindida la relación contractual 

que existía entre el Ayuntamiento de Tijuana y la empresa 

contratista por virtud del contrato de obra pública número 

********** (3). 

 
Conforme a los hechos antes reseñados y debidamente 

acreditados en el procedimiento de responsabilidad administrativa 

********** (2), se aprecia que, contrario a lo sostenido en la 
resolución impugnada, en el referido procedimiento si se acreditó 

que se había iniciado el procedimiento de rescisión del contrato 

número ********** (3) por parte de la parte actora, ya que 
mediante acta de diecisiete de abril de dos mil diecisiete y oficio 

********** (4) de quince de mayo del mismo año, se determinó 
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dar inicio al procedimiento de rescisión del referido contrato, mismo 

que le fue notificado a la empresa contratista el siete de junio de la 
citada anualidad. 

 

En efecto, resulta pertinente reproducir el contenido del 
acta de diecisiete de abril de dos mil diecisiete emitida por la parte 

actora (visible a fojas 289 a la 290 de autos):  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

(4)

(5)

(4)

(5)

(5)

(4)

(4)

(5)

(7)
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Así como el contenido del oficio ********** (4) de quince 

de mayo de dos mil diecisiete (visible a fojas 282 a la 283 de autos): 
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De lo transcrito, se aprecia que la parte actora, en su 

carácter de Directora de Obras, determinó dar inicio al 

procedimiento administrativo de rescisión del contrato de obra 

número ********** (3) por causas imputables al contratista en 

términos de los artículos 62, fracción II, y 67, de la Ley de Obras 

Públicas, por los motivos expuestos en el acta circunstanciada de 

trece de abril de dos mil diecisiete levantada por la Subdirectora de 

Obra Comunitaria de la Dirección de Obras e Infraestructura Urbana 

Municipal de del Ayuntamiento de Tijuana (documental que obra a fojas 

288 a la 289 de autos).  

 

Además, que la Directora de Obras le concedió a la empresa 

contratista en términos de la fracción II del artículo 62 de la Ley de 

Obras Públicas, plazo de tres días para efectos de que allane a lo 

informado o en su defecto ofrezca las pruebas y formule los 

alegatos que a su derecho estime pertinentes sobre el 

incumplimiento al contrato de obra. 

 

 

Corrobora lo anterior, que mediante informe de autoridad 

rendido por el Consejero Jurídico Municipal el doce de diciembre de 

dos mil dieciocho en el procedimiento administrativo de 

responsabilidad mediante oficio ********** (4) (visible a fojas 740 a 

la 743 de autos), informó lo siguiente (subrayado añadido):  

 

“5.- Respecto a la respuesta proporcionada por el Director de 

Obras e Infraestructura Urbana Municipal del Ayuntamiento de Tijuana, 
Baja California, en su oficio ********** (4), de fecha 28 de Noviembre 

de 2018, la misma es correcta, en virtud de que se está dando inicio al 
procedimiento de rescisión administrativa del Contrato de Obra Pública 
********** (3) y esta se encuentra apegada a las reglas previstas por 

el artículo 62 del REGLAMENTO DE LA LEY DE OBRAS PÚBLICAS, 
EQUIPAMIENTOS, SUMINISTROS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LA 

MISMA DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; aclarando que no se ha 
concluido el procedimiento, en virtud de no haber podido notificar al 
contratista, según informes proporcionados por la DOIUM.” 
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Cabe precisar que respecto dicho oficio la autoridad 

demandada se apoyó para determinar que no se había dado inicio al 

procedimiento administrativo de rescisión de contrato (foja 12 de la 

resolución impugnada, visible a foja 1085 de autos); sin embargo, de lo 

transcrito se aprecia que la demandada hizo un incorrecto análisis 

del referido informe puesto que de su contenido se indicó que si se 

dio inicio al procedimiento administrativo de rescisión del 

multireferido contrato de obra.  

 

Conforme lo expuesto, se advierte la ilegalidad que cometió 

la autoridad demandada al no valorar íntegramente las referidas 

documentales y considerar que el oficio ********** (4) se trataba 

únicamente de un requerimiento de pago de penalidades y 

devolución del anticipo que le fue entregado a la empresa 

contratista y, por tanto, no se asimilaba a la acción que debió de 

iniciar la actora con la finalidad de rescindir el contrato en cuestión, 

en razón que contrario a lo sostenido en la resolución impugnada, 

las referidas documentales si acreditan que la parte actora dio inicio 

al procedimiento de rescisión del referido contrato de obra pública. 

 

En ese sentido, resulta incongruente que la autoridad haya 

determinado en la resolución impugnada que en autos del 

procedimiento no se observó el inicio del procedimiento de rescisión 

del contrato ni su seguimiento por parte de la parte actora, tal como 

refirió a foja 12 de la resolución (visible a fojas 1085 de autos),  puesto 

que de autos del procedimiento administrativo de responsabilidad se 

aprecia que la actora si dio inicio al procedimiento de rescisión del 

contrato de obra pública y que además se efectuaron diversas 

actuaciones en dicho procedimiento por parte de la parte actora 

como Directora de Obras e inclusive por la empresa contratista, las 

cuales quedaron descritas en párrafos precedentes del presente 

fallo, quedando pendiente de emitir la resolución correspondiente al 

citado procedimiento durante el periodo que la demandante ostentó 

el cargo de Directora de Obras. 

 

Actuaciones que la autoridad no tomó en cuenta al dictar la 

resolución que puso fin al procedimiento administrativo de 

responsabilidad ********** (2), por lo que esta Resolutora 

considera que la autoridad realizó una indebida motivación en virtud 

que las razones que expuso para determinar que la actora incumplió 

con la obligación prevista en la fracción XXV del artículo 46 de la 

Ley de Responsabilidades, en relación con el artículo 67, fracción II, 

de la Ley de Obras Públicas, no guardan relación con las constancias 

obrantes en el procedimiento de responsabilidad administrativa 
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********** (2), de las cuales quedó demostrado que la 

actora en su carácter de Directora de Obras no fue omisa en 

iniciar el procedimiento de rescisión del contrato de obra 

número ********** (3).  

 

- Análisis de las conductas marcadas en los puntos 1.2. y 

1.3. 

 

Por lo que hace a las otras dos conductas que la autoridad 

demandada determinó responsabilidad administrativa, consistentes 

en que la parte actora omitió el inicio y seguimiento del 

procedimiento administrativo con el objeto de hacer efectiva las 

garantías referidas en el contrato contenidas en las pólizas de 

fianzas que otorgó la empresa contratista, así como dar vista a 

Tesorería Municipal del Ayuntamiento de Tijuana a efecto de que 

hiciera efectiva las referidas garantías, es fundado lo alegado por 

la actora en su motivo de inconformidad séptimo, respecto a que de 

haberse hecho un análisis íntegro de las pruebas obrantes en el 

procedimiento administrativo se hubiera determinado que no es 

responsable administrativamente de las conductas que se le 

imputaron. 

 

Se explica. 

 

Es importante señalar que para estar en aptitud de 

sancionar a un servidor público por el incumplimiento a sus 

funciones, es condición necesaria que exista certeza de sus 

obligaciones que le imponen las normas en el desempeño de su 

función. 

 

Esto es así, pues para poder fincar responsabilidad 

administrativa, es necesario que el sujeto se encuentre legalmente 

vinculado a realizar la acción; si no existe el deber, no puede 

hablarse de responsabilidad administrativa, lo anterior, de acuerdo 

con lo dispuesto por el artículo 92, apartado A, fracción III, de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California, 

que se transcribe: 
 

“ARTÍCULO 92.- Los servidores públicos y particulares que incurran en 
responsabilidad frente al Estado, serán sancionados bajo las bases que 

previene esta Constitución y conforme a las reglas y procedimientos 
previstos por la Ley aplicable.  
 

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones se desarrollarán 
autónomamente. No podrán imponerse dos veces por una sola conducta 

sanciones de la misma naturaleza. 
 

APARTADO A.- De las Sanciones. 
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(…) 
 

III.- Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por 

los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus 
empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en 

amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en 
sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los 

beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con 
los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La 
Ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de 

dichos actos u omisiones. 
 

(…)” 

 

Tratándose de omisiones, estas se cometen cuando se 

inobserva una acción que el servidor público tenía la obligación de 

efectuar, conforme a las disposiciones legales, reglamentarias o 

normatividad interna, y que, además, podía hacer, pues el autor de 

una infracción administrativa debe estar en condiciones de poder 

realizar la acción; si no existe tal posibilidad, por las razones que 

sean, no puede hablarse de omisión. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis VI.3o.A.147 A, emitida 

por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto 

Circuito, de rubro y texto siguientes: 

 

RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA POR OMISIÓN DE LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS. PRINCIPIOS QUE RIGEN SU 
CONFIGURACIÓN. En el terreno de la responsabilidad administrativa, 
la omisión, social y jurídicamente relevante, estará referida siempre a 

una acción determinada, cuya no realización constituye su existencia. 
No hay una omisión en sí, sino siempre y en todo caso, la omisión de 

una acción concreta. De aquí se desprende que el autor de una 
infracción administrativa debe estar en condiciones de poder realizar la 
acción; si no existe tal posibilidad, por las razones que sean, no puede 

hablarse de omisión. Omisión no es, pues, un simple no hacer nada, es 
no realizar una acción que el sujeto está en situación de poder hacer. 

Todas las cualidades que constituyen la acción en sentido activo 
(finalidad y causalidad), han de estar a disposición del sujeto para poder 
hablar de omisión. La omisión administrativa es, entonces, la omisión de 

la acción esperada. De todas las acciones posibles que un servidor 
puede realizar, al ordenamiento jurídico administrativo sólo le interesa 

aquella que la administración pública espera que el servidor haga, 
porque le está impuesto el deber legal de realizarla. La responsabilidad 
administrativa omisiva consiste, por tanto, invariablemente en la 

inobservancia de una acción fijada que el servidor tenía la obligación de 
efectuar y que, además, podía hacer; luego, ésta es, estructuralmente, 

la infracción de un deber jurídico. De esta suerte, lo esencial en esta 
responsabilidad es el incumplimiento de un deber, al omitir el servidor 

una acción mandada y, por tanto, esperada con base en el 
ordenamiento jurídico, con la puntualización de que la omisión también 
puede presentarse como una infracción de resultado, al vincularse el 

"dejar de hacer" a una consecuencia. 
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Ahora bien, en relación a lo dispuesto en el artículo 67, 

fracción II, de la Ley de Obras Públicas, reproducido líneas arriba, el 

cual la autoridad demandada determinó que incumplió la parte 

actora, se aprecia que impone como condicionante para efectos de 

hacer efectivas las garantías que dejó la empresa contratista el que 

primero se rescinda el contrato. 

 

De igual manera, el contrato de obra número 

********** (3), mismo que obra en autos en copia certificada 

(visible a fojas 1344 a la 1357 de autos), de eficacia demostrativa plena, 

conforme a lo dispuesto por los artículos 285, fracción III, 322, 

fracción V, 323 y 405 del Código Civil Adjetivo, de aplicación 

supletoria, con fundamento en el artículo 30, tercer párrafo, de la 

Ley del Tribunal, en su cláusula décima octava, párrafos cuarto y 

último, de subsecuente inserción, establece que el ente público 

contratante debe primero rescindir el contrato y notificar dicha 

rescisión a la empresa contratista, con la finalidad de poder hacer 

efectivas las garantías que la citada empresa constituyó a favor del 

ente público contratante. 

 

“DÉCIMA OCTAVA.- RESCISIÓN ADMINISTRATIVAS DEL 

CONTRATO.- “EL AYUNTAMIENTO” podrá en cualquier momento 
rescindir administrativamente este contrato por razones de interés general 
o por contravención a las obligaciones previstas en el mismo, o de las 

disposiciones de Ley en los términos de los artículos 67 y 68 de la Ley de 
Obras Públicas, Equipamientos, Suministros y Servicios Relacionados con 

la Misma del Estado de Baja California, reglamento, reglas generales para 
la contratación y ejecución de las obras públicas y de servicios 
Relacionados para las mismas, para las dependencias y entidades de la 

administración pública estatal y demás disposiciones aplicables. 
 

(…) 
 
En caso de rescisión de este contrato por causa imputable a “EL 

CONTRATISTA”, “EL AYUNTAMIENTO”, procederá a hacer efectivas las 

garantías, y se abstendrá de cubrir los importes resultantes de trabajos 

ejecutados aun no liquidados, hasta que se otorgue el finiquito 

correspondiente, lo que deberá efectuarse dentro de los treinta días 

naturales siguientes a la fecha de la notificación de la rescisión. En dicho 

finiquito, de acuerdo con el artículo 64 del Reglamento de la Ley de Obras 

Públicas, Equipamientos, Suministros y Servicios Relacionados con la 

Misma del Estado de Baja California, deberá preverse el sobrecosto de los 

trabajos aún no ejecutados, así como lo relativo a la recuperación de los 

materiales y equipos que, en su caso se le hayan entregado a “EL 

CONTRATISTA”, así mismo se aplicará la sanción correspondiente de 

acuerdo a la cláusula decimoquinta del presente instrumento. Lo anterior 

es sin perjuicio de las diversas responsabilidades que pudieran existir. 
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(…) 

 

En caso de incumplimiento o violación por parte de “EL CONTRATISTA” a 

cualesquiera de las estipulaciones del contrato, “EL AYUNTAMEINTO”, 

podrá optar entre exigir el cumplimiento del mismo y el de las penas 

convenidas en su caso, o conforme el procedimiento establecido en el 

artículo 62 del Reglamento de la Ley de Obras Públicas, Equipamientos, 

Suministros y Servicios Relacionadas con la Misma del Estado de Baja 

California declarar la rescisión administrativa del contrato, haciendo 

efectivas las garantías correspondientes, y quedando en libertad para 

contratar los trabajos pendientes de ejecutar, con la persona que 

considere pertinente.” 

 

Ahora bien, como quedó expuesto en párrafos precedentes, 

se encuentra acreditado en autos del procedimiento administrativo 

de responsabilidad ********** (2) que la parte actora ocupo el 

cargo de Directora  de Obras del primero de diciembre de dos mil 

dieciséis al diecinueve de agosto de dos mil dieciocho; asimismo, 

que durante el periodo que la parte actora ocupo el referido cargo 

no obstante que se dio inicio al procedimiento administrativo de 

rescisión del contrato de obra número ********** (3), este se 

rescindió hasta el siete de enero de dos mil diecinueve, 

posteriormente a la conclusión de su periodo en el citado 

cargo. 

 

Entonces, si durante el tiempo que la parte actora ocupo el 

cargo de Directora de Obras no se rescindió el indicado contrato de 

obra, esta Juzgadora considera que la resolución resulta ilegal 

porque la demandada no justificó porque la parte actora tenía la 

obligación de dar inicio y seguimiento del procedimiento 

administrativo con el objeto de hacer efectiva las garantías 

referidas en el contrato contenidas en las pólizas de fianzas que 

otorgó la empresa contratista, así como informar a Tesorería 

Municipal con el fin de que iniciara el cobro de las pólizas de fianza 

que la empresa contratista otorgó en garantía, debido a que no se 

encontraban expeditas sus facultades al no haberse rescindido el 

contrato.  

 

Conforme lo expuesto, se advierte la ilegalidad que cometió 

la autoridad demandada al no valorar íntegramente las referidas 

documentales, con las que se acredita que la parte actora no estaba 

en aptitud de dar inicio y seguimiento del procedimiento 

administrativo con el objeto de hacer efectiva las garantías 

referidas en el contrato contenidas en las pólizas de fianzas que 

otorgó la empresa contratista, así como informar a Tesorería 

Municipal con el fin de que iniciara el cobro de las pólizas de fianza 

que la empresa contratista otorgó en garantía. 
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De ahí que la resolución impugnada carece de legalidad por 

lo que hace a las conductas en análisis indicadas en los puntos 1.1., 

1.2. y 1.3., antes señalados, ya que no se aplicaron las 

disposiciones debidas, en razón que al no existir elementos 

objetivos de responsabilidad administrativa en contra de la parte 

actora, se debió haber determinado la inexistencia de 

responsabilidad administrativa, en términos del artículo 66, fracción 

VIII, de la Ley de Responsabilidades, actualizándose la causal de 

nulidad prevista en el artículo 83, fracción IV, de la Ley del Tribunal, 

lo que conlleva a declararla nula. 

 

2.- Falta administrativa a lo dispuesto en la fracción 

XXV del artículo 46 la Ley de Responsabilidades, en relación 

con el artículo 68 de la Ley de Obras Públicas. 

 

Son fundados y suficientes para declarar la nulidad de la 

resolución impugnada los argumentos expuestos por la parte actora 

en los motivos de inconformidad séptimo y noveno, consistentes en 

los siguientes: 

 

- Que en el citatorio emitido en el procedimiento 

administrativo de responsabilidad le dejó en estado de indefensión, 

toda vez que en este no se precisó la conducta que se le atribuyó 

para determinar el procedimiento de responsabilidad administrativa. 

 

- Que de haberse hecho un análisis íntegro de las pruebas 

obrantes en el procedimiento administrativo se hubiera determinado 

que no es responsable administrativamente de las conductas que se 

le imputaron. 

Como quedo precisado en párrafos precedentes, la 

autoridad demandada determinó en la resolución impugnada que la 

parte actora era responsable administrativamente de haber 

incumplido con los indicados preceptos legales en virtud de que la 

parte actora, en su carácter de Directora de Obras:  

 

2.1. No notificó en el plazo de diez días a la empresa 

contratista la rescisión del contrato;  

 

2.2. Omitió hacer del conocimiento al órgano de control la 

rescisión del contrato mediante el informe que refiere el citado 

artículo 68, y;  

 

- Estudio relativo a la conducta indicada en el punto 2.1. 

antes señalado. 
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De la copia certificada del acuerdo de inicio del 

procedimiento y del citatorio que emitió la autoridad para que 

compareciera el servidor público a la audiencia de ley (visibles a fojas 

848 a la 869 y 871 a la 893 de autos), se aprecia que la autoridad 

demandada, en relación a dicha falta administrativa, no le imputó la 

conducta antes descrita en el indicado punto 1 que se analiza, 

consistente en que omitió notificar en el plazo de diez días a la 

empresa contratista la rescisión del contrato administrativo. 

 

Para evidenciar lo anterior, se reproduce el contenido del 

acuerdo de inicio de procedimiento respecto la imputación al 

incumplimiento de la fracción XXV del artículo 46 de la Ley de 

Responsabilidades, en relación con el artículo 68 de la Ley de Obras 

Públicas (foja 859 de autos): 

 

“Ahora bien, a pesar de las indicaciones dadas, tanto por la Consejería 
Jurídica Municipal, así como la Opinión Técnica emitida por el director de 

servicios Públicos Municipales, en la que recomendó que dicha propuesta 
no fuera aceptada por encontrarla inferior a las necesidades del 
Ayuntamiento, además de no haberse llevado a cabo el inicio del 

Procedimiento de Rescisión de Contrato de Obra celebrado entre el 
Ayuntamiento de Tijuana y la empresa contratista ********** 

(5), con las formalidades que marca el Reglamento de Ley de Obras 
Públicas, Equipamientos, Suministros y Servicios relacionados con la 
Misma del Estado de Baja California, lo cual consta en los párrafos que 

anteceden, hasta el momento en que la hoy presunto responsable 
********** (1), fungió como Titular de la Dirección de Obras e 

Infraestructura Urbana Municipal del H. XXII Ayuntamiento de esta ciudad, 
por lo tanto presuntamente contraviene las disposiciones que anteceden, 
así como en el numeral 68, de la misma Ley, la cual establece la siguiente 

obligación: 
 

(…) 
 
Dicho lo anterior, la hoy presunto responsable estaba obligada a 

dar inicio a través del Departamento de Gestión  y Coordinación 
Legal, el procedimiento de Rescisión de Contrato tal cual lo marca 

el Reglamento; de igual manera, dentro del expediente no obra 
constancia alguna de haber hecho del conocimiento al Órgano de 
Control de tal situación, contraviniendo la disposición plasmada en el 

artículo anterior así como en el numeral  88, que a la letra dice: 
 

(…) 
 
Reiterando que incumplió con tales disposiciones, ya que presuntamente 

no se apegó a los procedimientos y lineamientos establecidos que se 
requieren, tanto en la Ley como en el Reglamento de la Ley de Obras 

Públicas, Equipamientos, Suministros y Servicios relacionados con la 
misma del Estado de Baja California, en su artículo 62, el cual señala: (…)” 

 

Igualmente, se transcribe la parte relativa del citatorio a la 

audiencia de ley en relación a la referida falta administrativa (foja 

889 de autos): 
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“Ahora bien, a pesar de las indicaciones dadas, tanto por la Consejería 
Jurídica Municipal, así como la Opinión Técnica emitida por el director de 
servicios Públicos Municipales, en la que recomendó que dicha propuesta 

no fuera aceptada por encontrarla inferior a las necesidades del 
Ayuntamiento, además de no haberse llevado a cabo el inicio del 

Procedimiento de Rescisión de Contrato de Obra celebrado entre el 
Ayuntamiento de Tijuana y la empresa contratista ********** 
(5), con las formalidades que marca el Reglamento de Ley de Obras 

Públicas, Equipamientos, Suministros y Servicios relacionados con la 
Misma del Estado de Baja California, lo cual consta en los párrafos que 

anteceden, hasta el momento en que la hoy presunto responsable 
********** (1), fungió como Titular de la Dirección de Obras e 
Infraestructura Urbana Municipal del H. XXII Ayuntamiento de esta ciudad, 

por lo tanto presuntamente contraviene las disposiciones que anteceden, 
así como en el numeral 68, de la misma Ley, la cual establece la siguiente 

obligación: 
 
Dicho lo anterior, la hoy presunto responsable estaba obligada a 

dar inicio a través del Departamento de Gestión  y Coordinación 
Legal, el procedimiento de Rescisión de Contrato tal cual lo marca 

el Reglamento; de igual manera, dentro del expediente no obra 
constancia alguna de haber hecho del conocimiento al Órgano de 
Control de tal situación, contraviniendo la disposición plasmada en el 

artículo anterior así como en el numeral  88, que a la letra dice: 
 

(…) 
 

Reiterando que incumplió con tales disposiciones, ya que presuntamente 
no se apegó a los procedimientos y lineamientos establecidos que se 
requieren, tanto en la Ley como en el reglamento de la Ley de Obras 

Públicas, Equipamientos, suministros y Servicios relacionados con la 
misma del Estado de Baja California, en su artículo 62, el cual señala: (…)” 

 

Documentales de eficacia demostrativa plena, conforme a 

lo dispuesto por los artículos 285, fracción III, 322, fracción V, 323 

y 405 del Código Civil Adjetivo, de aplicación supletoria, con 

fundamento en el artículo 30, tercer párrafo, de la Ley del Tribunal, 

que son aptas para acreditar que la autoridad demandada 

determinó responsabilidad administrativa por incumplimiento a lo 

previsto en los artículos 46, fracción XXV, de la Ley de 

Responsabilidades, en relación con el artículo 68 de la Ley de Obras 

Públicas, en base a conductas diversas a las imputadas en el 

acuerdo de inicio y citatorio a la audiencia de ley del procedimiento 

de responsabilidad administrativa, por lo que hace a la omisión de 

notificar en el plazo de diez días la rescisión del contrato de obra.  

 

Lo anterior, en razón que en la resolución impugnada se 

determinó, por lo que hace a la conducta en análisis, que la parte 

actora incumplió con los referidos preceptos legales en virtud de 

que omitió notificar en el plazo de diez días a la empresa contratista 

la rescisión del contrato, mientras que en el acuerdo de inicio de 

procedimiento y en el citatorio únicamente se le imputó a la 
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servidora pública el no haber dado inicio al procedimiento 

administrativo de rescisión del multireferido contrato de obra 

pública, así como no haber hecho del conocimiento al órgano de 

control interno de la rescisión del contrato administrativo.  

 

Ahora bien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

66, fracción II, de la Ley de Responsabilidades, en el citatorio para 

la audiencia de ley debe hacérsele saber al servidor público la 

responsabilidad o responsabilidades que se le imputen, a fin de que 

el inculpado conozca los motivos por los que se le considera 

presuntamente responsable y darle la oportunidad de defenderse 

debidamente en la audiencia que al efecto se celebre. 

 

Además, conforme la fracción VIII del referido artículo 66, 

una vez concluido el periodo probatorio y de alegatos, se dictará 

resolución dentro de los sesenta días hábiles siguientes en la que se 

determine sobre la existencia o no de responsabilidad 

administrativa y, en su caso, impondrá al servidor público 

responsable la sanción que corresponda. 

 

Se reproduce el precepto legal invocado: 

 

“Artículo 66.- El procedimiento administrativo de responsabilidad se 
sujetará a las normas siguientes: 

 
(…) 

 
II. Las autoridades señaladas en la fracción anterior, según sea el 
caso, citarán al servidor público presunto responsable para que 

comparezca personalmente a una audiencia, asistido de su Defensor 
Particular y en caso de no contar con él, se le asignará Defensor 

Público, en los términos previstos en la Ley Orgánica de la Defensoría 
Pública del Estado de Baja California, haciéndole saber la 
responsabilidad o responsabilidades que se le imputen, el lugar, día y 

hora en que tendrá verificativo dicha audiencia y su derecho a declarar 
sobre los hechos que se le imputan, a ofrecer pruebas y alegar en la 

misma lo que a su derecho convenga, por si o por medio de su 
defensor. Entre la fecha de la notificación y la audiencia deberá mediar 
un periodo no menor de cinco ni mayor de diez días hábiles, 

haciéndole saber que el expediente en que se actúa se encuentra a su 
disposición para su consulta en días y horas hábiles; 

 
(…) 
 

VIII. Cuando no existan pruebas pendientes de desahogo, la Autoridad 
Instructora declarará cerrado el periodo probatorio, pasando a la etapa 

de alegatos en la cual el presunto responsable pudiendo apoyarse en 
ese acto de su abogado defensor manifestará lo que a sus intereses 
convenga. Concluida dicha etapa se tendrá por cerrado este período y 

dictará resolución dentro de los sesenta días hábiles siguientes, sobre 
la existencia o no de responsabilidad administrativa, y en su caso, 

impondrá al servidor público responsable la sanción que corresponda. 
La resolución se notificará personalmente al interesado en los diez días 
hábiles siguientes, así como a su jefe inmediato, al Titular de la 
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Dependencia o Entidad donde presta o haya prestado sus servicios, 

mediante oficio con efectos inmediatos a su recepción, que contendrá 
copia de la misma; 
 

(…)” 

 

En ese sentido, la conducta y responsabilidad 

administrativa atribuida a la actora en el acuerdo de inicio y en el 

citatorio no puede ser modificada en la resolución que ponga fin al 

procedimiento administrativo disciplinario, en virtud de que al 

hacerlo, se atenta contra la garantía de audiencia y defensa prevista 

en el artículo 14 de la Constitución Federal, en tanto que no se 

brindaría al particular la oportunidad de defensa, al no existir un 

vínculo entre el proceder atribuido al iniciar el procedimiento, que 

es el que lo motivó, y el reprochado en la determinación con que 

concluye. 

 

Robustece a lo expuesto, que de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 66, fracción XI, de la Ley de 

Responsabilidades, de subsecuente inserción, de advertirse durante 

la instrucción del procedimiento elementos que constituyan nuevas 

responsabilidades administrativas a cargo del servidor público 

presunto responsable o de otras personas, se realizarán las 

investigaciones que sean necesarias y se citará para otra u otras 

audiencias, hasta tener los elementos suficientes para resolver. 

 

“Artículo 66.- El procedimiento administrativo de responsabilidad se 

sujetará a las normas siguientes: 

 

(…) 

 

IX. Si durante la instrucción del procedimiento, aparecieren elementos 

que constituyan nuevas responsabilidades administrativas a cargo del 

servidor público presunto responsable o de otras personas, se 

realizarán las investigaciones que sean necesarias y se citará para otra 

u otras audiencias, hasta tener los elementos suficientes para 

resolver; 

 

(…)” 

 

Sirve de apoyo a lo sustentado, la tesis I.7o.A.672 A del 

Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, de rubro y texto siguientes: 

 

RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA 

CONDUCTA ATRIBUIDA EN EL CITATORIO PARA LA AUDIENCIA 
DE LEY A QUE ALUDE LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 64 DE LA 

LEY FEDERAL RELATIVA, NO PUEDE SER MODIFICADA EN LA 
RESOLUCIÓN QUE PONGA FIN AL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO. La fracción I del artículo 64 
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de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos 

prevé la garantía de audiencia, conforme a la cual todo gobernado 
tiene derecho frente a las autoridades administrativas y judiciales a 
que se le otorgue oportunidad de defensa por medio del ofrecimiento 

de pruebas y formulación de alegatos en los casos en que pueda 
verse afectada su esfera jurídica. Así, la autoridad en el procedimiento 

administrativo de responsabilidades debe salvaguardar las 
formalidades esenciales del procedimiento, permitiendo al incoado 
recabar y preparar las pruebas y alegatos necesarios para su defensa, 

con el fin de desvirtuar la actuación que al instruirse el citado 
procedimiento se le imputa. En esas condiciones, la conducta 

atribuida al servidor público en el citatorio para la audiencia de ley a 
que alude la señalada fracción I, no puede ser modificada en la 
resolución que ponga fin al procedimiento administrativo disciplinario, 

para sancionarlo por una diversa, porque al hacerlo se soslayarían las 
indicadas formalidades, en tanto que no se brindaría al particular la 

oportunidad de defensa, al no existir un vínculo entre el proceder 
atribuido al iniciar el procedimiento, que es el que lo motivó, y el 
reprochado en la determinación con que concluye, por lo que, en todo 

caso, al advertir elementos que impliquen una nueva responsabilidad 
a cargo del presunto responsable, la autoridad está facultada para 

ordenar la práctica de investigaciones y citarlo para otra audiencia, a 
efecto de juzgarlo con respecto a la nueva conducta irregular 
advertida, de conformidad con la fracción III del invocado precepto. 

 
Época: Novena Época; Registro: 165686; Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta; Tomo XXX, Diciembre de 2009; Materia(s): Administrativa; Tesis: I.7o.A.672 
A; Página: 1638  

 

En ese orden de ideas, si como ya fue analizado en 

párrafos precedentes, existen discrepancias entre el citatorio origen 

del procedimiento de responsabilidades administrativas y la 

resolución impugnada que culminó con la imposición de una sanción 

administrativa a la actora, atendiendo a que se determinó que era 

responsable administrativamente de haber infringido los artículos lo 

dispuesto en la fracción XXV del artículo 46 la Ley de 

Responsabilidades, en relación con el artículo 68 de la Ley de Obras 

Públicas, en razón de que no notificó en el plazo de diez días a la 

empresa contratista la rescisión del contrato, la cual no le fue dada 

a conocer en el acuerdo de inicio y citatorio a la audiencia de ley, 

ello trae como consecuencia que la resolución impugnada en el 

presente juicio resulte ilegal. 

 

Esto es así, en razón que la autoridad demandada no aplicó 

en el procedimiento de responsabilidad administrativa las 

disposiciones debidas, en específico lo dispuesto en el artículo 66, 

fracciones II, VIII y IX, de la Ley de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos, debido a que la autoridad determinó la 

responsabilidad administrativa de la actora en base al 

incumplimiento de conductas que no se encontraban contenidas en 

el acuerdo de inicio y citatorio a la audiencia de ley, sin que lo haya 
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citado a otra audiencia a fin de poder sancionarlo con respecto a la 

nueva responsabilidad administrativa advertida. 

 

Por lo antes expuesto, se concluye que la resolución 

impugnada carece de legalidad, ya que no se aplicaron las 

disposiciones debidas, en razón que la autoridad sancionó al 

servidor público por incurrir en responsabilidad administrativa por el 

incumplimiento a una conducta que no le fue señalada en el acuerdo 

de inicio de procedimiento y en el citatorio a la audiencia de ley, 

actualizándose la causal de nulidad prevista en el artículo 83, 

fracción IV, de la Ley del Tribunal, lo que conlleva a declararla nula 

por lo que hace a la determinación de haber incumplido con la 

fracción XXV del artículo 46 la Ley de Responsabilidades, en relación 

con el artículo 68 de la Ley de Obras Públicas, en base a las 

conducta consistente en que la actora no notificó en el plazo de diez 

días a la empresa contratista la rescisión del contrato. 

 

- Estudio relativo a la conducta indicada en el punto 2.2. 

antes señalado. 

 

Ahora bien, por lo que hace a la diversa conducta imputada 

en la resolución impugnada consistente en que la parte actora 

omitió hacer del conocimiento de la rescisión del contrato al Órgano 

de Control Interno, como se anticipó, es fundado lo alegado por la 

actora en su motivo de inconformidad séptimo, respecto a que de 

haberse hecho un análisis íntegro de las pruebas obrantes en el 

procedimiento administrativo se hubiera determinado que no es 

responsable administrativamente de las conductas que se le 

imputaron. 

 

Debe precisarse que el artículo 68 impone la obligación de 

las dependencias o entidades de informar al órgano de control 

interno la rescisión del contrato a más tardar el último día hábil del 

mes, mediante un informe referente a los actos realizados el mes 

inmediato anterior. 

 

En ese orden de ideas, si como ha quedado expuesto en el 

presente fallo, se encuentra acreditado en autos del procedimiento 

administrativo de responsabilidad ********** (2) que durante el 

periodo que la parte actora ostentó el cargo de Directora de Obras 

(primero de diciembre de dos mil dieciséis al diecinueve de agosto 

de dos mil dieciocho) no concluyó el procedimiento de rescisión del 

contrato de obra pública ********** (3), lo cual ocurrió hasta el 

siete de enero de dos mil diecinueve, fecha en que la persona que 

sustituyó a la actora como Directora de Obras emitió acta 



 

SENTENCIA DE SALA 

EXPEDIENTE 65/2019 S.E. 

 

 

 
 

 

 

PÁGINA 40 

circunstanciada por la cual determinó tener por rescindida la 

relación contractual que existía entre el Ayuntamiento de Tijuana y 

la empresa contratista por virtud del contrato de obra pública 

número ********** (3). 

 

Entonces, si no se había rescindido el contrato de obra 

número ********** (3) durante el periodo que la parte actora 

fungió como Directora de Obras, no se justificó en la resolución 

impugnada porque la parte actora tenía la obligación de informar al 

Órgano de Control Interno en términos de lo previsto en el artículo 

68 de la Ley de Obras Públicas, ya que no estaba expedita la 

facultad de la actora para informar al órgano de control interno de 

tal situación. 

 

Conforme lo expuesto, se advierte la ilegalidad que cometió 

la autoridad demandada al no valorar íntegramente las referidas 

documentales, con las que se acredita que la parte actora no estaba 

en aptitud de informar al Órgano de Control Interno en términos de 

lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley de Obras Públicas. 

 

De ahí que la resolución impugnada carece de legalidad por 

lo que hace a la conducta en análisis, ya que no se aplicaron las 

disposiciones debidas, en razón que al no existir elementos 

objetivos de responsabilidad administrativa en contra de la parte 

actora, se debió haber determinado la inexistencia de 

responsabilidad administrativa, en términos del artículo 66, fracción 

VIII, de la Ley de Responsabilidades, actualizándose la causal de 

nulidad prevista en el artículo 83, fracción IV, de la Ley del Tribunal, 

lo que conlleva a declararla nula. 

 

3.- Falta administrativa a lo dispuesto en la fracción 

XXV del artículo 46 la Ley de Responsabilidades, en relación 

con el artículo 88 de la Ley de Obras Públicas. 

 

Es fundado el motivo de inconformidad noveno de la parte 

actora, en el sentido de que en el citatorio emitido en el 

procedimiento administrativo de responsabilidad le dejó en estado 

de indefensión, toda vez que en este no se precisó la conducta que 

se le atribuyó para determinar el procedimiento de responsabilidad 

administrativa. 

 

Como ha quedado precisado en párrafos precedentes, la 

autoridad demandada determinó en la resolución impugnada que la 

actora incurrió en responsabilidad administrativa por haber 

incumplido a los citados preceptos legales, en razón de que no 
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instruyó el procedimiento administrativo para la aplicación 

de sanciones y multas al haber incumplido la contratista con 

sus obligaciones contractuales. 

 

Sin embargo, de la copia certificada del acuerdo de inicio 

del procedimiento y del citatorio que emitió la autoridad para que 

compareciera la servidora pública a la audiencia de ley, se aprecia 

que la autoridad, en relación a dicha falta administrativa, no le 

imputó la citada conducta, sino que le atribuyó el no haber dado 

inicio al procedimiento administrativo de rescisión del multireferido 

contrato de obra pública, así como no haber hecho del conocimiento 

al órgano de control interno de la rescisión del contrato 

administrativo.  

 

Se reproduce el contenido del acuerdo de inicio de 

procedimiento respecto la imputación al incumplimiento de la 

fracción XXV del artículo 46 de la Ley de Responsabilidades, en 

relación con el artículo 88 de la Ley de Obras Públicas (foja 859 de 

autos): 

 

“Ahora bien, a pesar de las indicaciones dadas, tanto por la Consejería 

Jurídica Municipal, así como la Opinión Técnica emitida por el director de 
servicios Públicos Municipales, en la que recomendó que dicha propuesta 

no fuera aceptada por encontrarla inferior a las necesidades del 
Ayuntamiento, además de no haberse llevado a cabo el inicio del 
Procedimiento de Rescisión de Contrato de Obra celebrado entre el 

Ayuntamiento de Tijuana y la empresa contratista ********** (5), con las 
formalidades que marca el Reglamento de Ley de Obras Públicas, 

Equipamientos, Suministros y Servicios relacionados con la Misma del 
Estado de Baja California, lo cual consta en los párrafos que anteceden, 
hasta el momento en que la hoy presunto responsable ********** (1), 

fungió como Titular de la Dirección de Obras e Infraestructura Urbana 
Municipal del H. XXII Ayuntamiento de esta ciudad, por lo tanto 

presuntamente contraviene las disposiciones que anteceden, así como en 
el numeral 68, de la misma Ley, la cual establece la siguiente obligación: 
 

(…) 
 

Dicho lo anterior, la hoy presunto responsable estaba obligada a dar 
inicio a través del Departamento de Gestión  y Coordinación Legal, 
el procedimiento de Rescisión de Contrato tal cual lo marca el 

Reglamento; de igual manera, dentro del expediente no obra 
constancia alguna de haber hecho del conocimiento al Órgano de 

Control de tal situación, contraviniendo la disposición plasmada en 
el artículo anterior así como en el numeral  88, que a la letra dice: 

 
ARTÍCULO 88.- En el procedimiento para la aplicación de sanciones y 

multas a que se refiere este capítulo, se observaran las siguientes reglas: 

 

I.- Se comunicará por escrito al contratista los hechos constitutivos de la 

infracción para que dentro de un término no mayor a diez días hábiles 

exponga lo que a su derecho convenga, y aporte en su caso, las pruebas que 

estime pertinentes. 
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II.- Transcurrido el termino al que hace referencia la fracción anterior y 

dentro de un plazo no mayor a diez días naturales, se resolverá 

considerando los argumentos y pruebas que se hubiesen hecho valer. 

 

III.- La resolución será debidamente fundada y motivada, y se notificará al 

contratista, en un plazo de diez días hábiles después de que el contratista 

presente las pruebas que estime conveniente. 

 

En lo conducente, este artículo será aplicable en las rescisiones 

administrativas que lleven a cabo las dependencias o entidades por 

causas imputables a los contratistas o proveedores. 

 

Reiterando que incumplió con tales disposiciones, ya que 
presuntamente no se apegó a los procedimientos y lineamientos 
establecidos que se requieren, tanto en la Ley como en el reglamento 

de la Ley de Obras Públicas, Equipamientos, suministros y Servicios 
relacionados con la misma del Estado de Baja California, en su artículo 62, 

el cual señala: (…)” 

 

De igual manera, se transcribe la parte relativa del citatorio 

a la audiencia de ley en relación a la referida falta administrativa 

(foja 889 de autos): 

 

“Ahora bien, a pesar de las indicaciones dadas, tanto por la Consejería 

Jurídica Municipal, así como la Opinión Técnica emitida por el director de 
servicios Públicos Municipales, en la que recomendó que dicha propuesta 
no fuera aceptada por encontrarla inferior a las necesidades del 

Ayuntamiento, además de no haberse llevado a cabo el inicio del 
Procedimiento de Rescisión de Contrato de Obra celebrado entre el 

Ayuntamiento de Tijuana y la empresa contratista ********** (5), con las 
formalidades que marca el Reglamento de Ley de Obras Públicas, 
Equipamientos, Suministros y Servicios relacionados con la Misma del 

Estado de Baja California, lo cual consta en los párrafos que anteceden, 
hasta el momento en que la hoy presunto responsable ********** (1), 

fungió como Titular de la Dirección de Obras e Infraestructura Urbana 
Municipal del H. XXII Ayuntamiento de esta ciudad, por lo tanto 
presuntamente contraviene las disposiciones que anteceden, así como en 

el numeral 68, de la misma Ley, la cual establece la siguiente obligación: 
 

(…) 
 
Dicho lo anterior, la hoy presunto responsable estaba obligada a dar inicio 

a través del Departamento de Gestión  y Coordinación Legal, el 
procedimiento de Rescisión de Contrato tal cual lo marca el Reglamento; 

de igual manera, dentro del expediente no obra constancia alguna 
de haber hecho del conocimiento al Órgano de Control de tal 
situación, contraviniendo la disposición plasmada en el artículo 

anterior así como en el numeral  88, que a la letra dice: 
 

(…) 
 
Reiterando que incumplió con tales disposiciones, ya que 

presuntamente no se apegó a los procedimientos y lineamientos 
establecidos que se requieren, tanto en la Ley como en el 

reglamento de la Ley de Obras Públicas, Equipamientos, suministros y 
Servicios relacionados con la misma del Estado de Baja California, en su 
artículo 62, el cual señala: (…)” 

 

Documentales de eficacia demostrativa plena, conforme a 

lo dispuesto por los artículos 285, fracción III, 322, fracción V, 323 
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y 405 del Código Civil Adjetivo, de aplicación supletoria, con 

fundamento en el artículo 30, tercer párrafo, de la Ley del Tribunal, 

que son aptas para acreditar que la autoridad demandada 

determinó responsabilidad administrativa por incumplimiento a lo 

previsto en los artículos 46, fracción XXV, de la Ley de 

Responsabilidades, en relación con el artículo 88 de la Ley de Obras 

Públicas, en base a una conducta diversa a las imputadas en el 

acuerdo de inicio y citatorio a la audiencia de ley del procedimiento 

de responsabilidad administrativa.  

 

Lo anterior, en razón que en la resolución impugnada se 

determinó que se incumplió con los referidos preceptos legales en 

virtud de que la actora no instruyó el procedimiento administrativo 

previsto en el artículo 88 de la Ley de Obras Públicas para la 

aplicación de sanciones y multas al haber incumplido la 

contratista con sus obligaciones contractuales, mientras que en el 

acuerdo de inicio de procedimiento y en el citatorio 

únicamente se le imputó a la servidora pública el no haber dado 

inicio al procedimiento administrativo de rescisión del 

multireferido contrato de obra pública, así como no haber 

hecho del conocimiento al órgano de control interno de la 

rescisión del contrato administrativo.  

 

Cabe precisar que el artículo 88 invocado regula tanto el 

procedimiento para la aplicación de las sanciones y multas 

establecidas en los artículos 83 y 84 de la Ley de Obras Públicas, así 

como el procedimiento para la rescisión administrativa que lleven a 

cabo las dependencias o entidades por causas imputables a los 

contratistas o proveedores, prevista en el artículo 67, fracción II, 

del ordenamiento legal en cita. 

 

Precisado lo anterior, como ha quedado señalado en el 

presente fallo, la conducta atribuida a la actora en el acuerdo de 

inicio de responsabilidad administrativa y en el citatorio no puede 

ser modificada en la resolución que ponga fin al procedimiento 

administrativo disciplinario. 

 

Por lo tanto, al existir diferencias entre el citatorio origen 

del procedimiento de responsabilidades administrativas y la 

resolución impugnada que culminó con la imposición de una sanción 

administrativa a la actora, atendiendo a que se determinó que era 

responsable administrativamente de haber infringido lo dispuesto en 

la fracción XXV del artículo 46 la Ley de Responsabilidades, en 

relación con el artículo 88 de la Ley de Obras Públicas, por no 

instruir el procedimiento administrativo para la aplicación de 
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sanciones y multas al haber incumplido la contratista con sus 

obligaciones contractuales, lo cual difiere de las conductas que se 

señalaron en el acuerdo de inicio y citatorio a la audiencia de ley, 

ello trae como consecuencia que la resolución impugnada en el 

presente juicio resulte ilegal. 

 

Lo anterior, en razón que la autoridad demandada no aplicó 

en el procedimiento de responsabilidad administrativa las 

disposiciones debidas, en específico lo dispuesto en el artículo 66, 

fracciones II, VIII y IX, de la Ley de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos, debido a que la autoridad determinó la 

responsabilidad administrativa de la actora en base al 

incumplimiento de conductas que no se encontraban contenidas en 

el acuerdo de inicio y citatorio a la audiencia de ley, sin que lo haya 

citado a otra audiencia a fin de poder sancionarlo con respecto a la 

nueva responsabilidad administrativa advertida. 

 

Por lo antes expuesto, se concluye que la resolución 

impugnada carece de legalidad, ya que no se aplicaron las 

disposiciones debidas, en razón que la autoridad sancionó a la parte 

actora por incurrir en responsabilidad administrativa por el 

incumplimiento a conductas que no le fueron señaladas en el 

acuerdo de inicio de procedimiento y en el citatorio a la audiencia de 

ley, actualizándose la causal de nulidad prevista en el artículo 83, 

fracción IV, de la Ley del Tribunal, lo que conlleva a declararla nula 

por lo que hace a la falta administrativa por incumplimiento a lo 

dispuesto en la fracción XXV del artículo 46 la Ley de 

Responsabilidades, en relación con el artículo 88 de la Ley de Obras 

Públicas. 

 

4.- Falta administrativa a lo dispuesto en la fracción 

XXV del artículo 46 de la Ley de Responsabilidades, en 

relación con el artículo 25, fracción XVI, del Reglamento de 

la Administración Pública Municipal del Ayuntamiento de 

Tijuana, Baja California. 

 

Es fundado y suficiente para declarar la nulidad de la 

resolución impugnada respecto a la referida falta administrativa, lo 

alegado por la demandante en el motivo de inconformidad noveno, 

en el sentido de que en el citatorio no se le precisó la conducta que 

se le estaba atribuyendo. 

 

De la copia certificada del acuerdo de inicio y del citatorio a 

la audiencia de ley (visibles a fojas 848 a la 869 y 871 a la 893 de autos), 

de eficacia demostrativa plena, conforme a lo dispuesto por los 
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artículos 285, fracción III, 322, fracción V, 323 y 405 del Código 

Civil Adjetivo, de aplicación supletoria, con fundamento en el 

artículo 30, tercer párrafo, de la Ley del Tribunal, se aprecia que la 

autoridad demandada le imputó a la parte actora, respecto al 

incumplimiento de la obligación prevista en el artículo 46, fracción 

XXV, de la Ley de Responsabilidades, en relación con el artículo 25, 

fracción XVI, del Reglamento de la Administración Pública Municipal 

del Ayuntamiento de Tijuana, Baja California, lo siguiente: 

 

Acuerdo de inicio de procedimiento (fojas 859 a la 860 de 

autos): 

 

“Por lo anterior, una vez que fueron analizados de manera concienzuda las 
constancias probatorias que obran en autos, se puede establecer con plena 

claridad que durante el tiempo en que la C. ********** (1), se 
desempeñó como Directora de Obras e Infraestructura Urbana Municipal, 

no fue diligente en su actuar, ya que derivado del Acta de Entrega 
Recepción de fecha primero de diciembre del año dos mil dieciséis, dentro 

del apartado “Asuntos relevantes por atender en los primeros 90 días” , se 
encontraba evidencia del estado en que guardaban las multicitadas obras; 
asimismo, como es señalado tanto en el artículo 25 fracción XVI del 

Reglamento de la Administración Pública Municipal del Ayuntamiento de 
Tijuana, Baja California, como el artículo 48 fracción III del Reglamento 

citado en el párrafo anterior, lo corresponde a la Secretaría de Desarrollo 
Urbano y Ecología, así como las funciones y atribuciones que se tienen en 
el Departamento de Gestión y Coordinación Legal, adscrito  a la Dirección 

de Obras e Infraestructura Urbana Municipal, respectivamente, las que se 
transcriben a continuación. 

 
REGLAMENTO DE LA ADMINISTRACIÓNPÚBLICA MUNICIPAL DEL 

AYUNTAMIENTO DE TIJUANA, BAJACALIFORNIA.                                                                                                                                                                                      

 

ARTÍCULO 25.- Corresponde a la Secretaria de Desarrollo Urbano y Ecología, al 

despacho de los siguientes asuntos;                                                                                                                                                

 

XVI.- La ejecución de obras y servicios públicos de las dependencias a su cargo 

tendientes a la integración y mejoramiento de la infraestructura urbana del 

Municipio de Tijuana, Baja California; 

 

Disposición legal que infringe la hoy Presunto Responsable ********** 
(1), puesto que en su carácter de Titulas de la Dirección de Obras e 

Infraestructura Urbana Municipal, Dirección que depende de la Secretaría 
de Desarrollo Urbano y Ecología, debió vigilar la ejecución de la 

multicitada obra pública, dar seguimiento o en su caso tomar las 
medidas legales correspondientes, lo cual no llevo a cabo sino todo 
lo contrario, siendo omisa en hacer del conocimiento al Órgano de 

Control sobre tal incumplimiento, así como el seguimiento dado a 
las penalidades a las que fue acreedor el contratista sin que a la 

fecha haya realizado pago alguno por dicho concepto, lo cual se puede 
robustecer con el siguiente artículo, que de acuerdo a las atribuciones que 
se encuentran dentro del Departamento de Gestión y Coordinación Legal 

adscrito a la Dirección de Obras e Infraestructura Urbana Municipal, debía 
cumplir. 

 
REGLAMENTO INTERNO DE LA SECRETARÍA DE DESARROLLO URBANO Y 

ECOLOGÍA MUNICIPAL DE TIJUANA, BAJA CALIFORNIA.  
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ARTÍCULO 48: El Departamento de Gestión y Coordinación Legal, tendrá las 

siguientes funciones y atribuciones: 

 

III.- Implementar las medidas de apremio necesarias a contratistas de obras y 

servicios, con el objeto de salvaguardar los intereses del Ayuntamiento, pudiendo 

coordinarse para tales efectos con la Consejería Jurídica Municipal. 

 
Descrito lo anterior, si bien es cierto se hizo del conocimiento a la empresa 

contratista  ********** (5), el incumplimiento al programa de obra 
contratado y lo que jurídicamente conlleva, sin embargo al no contar con 
los motivos suficientes que sustentara la falta de ejecución en las obras, 

debió como lo marca el Reglamento de la Ley de Obras Públicas, 
Equipamientos, Suministros y Servicios relacionados con la misma 

del Estado de Baja California, habiendo dado inicio al 
Procedimiento de Rescisión de Contrato de Obra, a través del 
Departamento de Gestión y Coordinación Legal adscrito a la 

Dirección de Obras e Infraestructura Municipal de acuerdo a las 
formalidades que marca el Reglamento de la Ley de Obras Públicas, 

Equipamientos, Suministros y Servicios Relacionados con la Misma del 
Estado de Baja California, para dar cumplimiento al artículo 62 del referido 

Reglamento que se mencionó con anterioridad, sin embargo claro está que 
falto con ello, al objetivo de salvaguardad los intereses del Ayuntamiento;  
además como se confirma con anterioridad, se le impuso una sanción a 

la empresa contratista, sin embargo no se le  dio seguimiento, ni 
dio vista a la Autoridad competente para llevar a cabo el 

procedimiento para hacer efectivas las respectivas Fianzas, las 
cuales garantizaban la ejecución de los trabajos de obra por parte del 
contratista ********** (5),: asimismo existe evidencia documental por 

parte de la Tesorería Municipal del H. XXII Ayuntamiento de esta ciudad, a 
cargo del L.A.E. ********** (1), visible a foja 492 de autos, oficio 

********** (4), mediante el cual informa que la fecha de su emisión 
veinte de noviembre del año dos mil dieciocho, no se localizó registro de 
pago, por concepto de penas convencionales, devolución de anticipo o 

algún otro concepto, actualizándose en consecuencia el presunto 
responsable incumpliendo a la fracción XXV del artículo 46 de la Ley de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Baja 
California.” 

 

Citatorio a la audiencia de ley (fojas 890 a la 891 de autos): 

 

“Por lo anterior, una vez que fueron analizados de manera concienzuda las 
constancias probatorias que obran en autos, se puede establecer con plena 
claridad que durante el tiempo en que la C. ********** (1), se 

desempeñó como Directora de Obras e Infraestructura Urbana Municipal, 
no fue diligente en su actuar, ya que derivado del Acta de Entrega 

Recepción de fecha primero de diciembre del año dos mil dieciséis, dentro 
del apartado “Asuntos relevantes por atender en los primeros 90 días” , se 
encontraba evidencia del estado en que guardaban las multicitadas obras; 

asimismo, como es señalado tanto en el artículo 25 fracción XVI del 
Reglamento de la Administración Pública Municipal del Ayuntamiento de 

Tijuana, Baja California, como el artículo 48 fracción III del Reglamento 
citado en el párrafo anterior, lo corresponde a la Secretaría de Desarrollo 
Urbano y Ecología, así como las funciones y atribuciones que se tienen en 

el Departamento de Gestión y Coordinación Legal, adscrito  a la Dirección 
de Obras e Infraestructura Urbana Municipal, respectivamente, las que se 

transcriben a continuación. 
 
(…) 

 
Disposición legal que infringe la hoy Presunto Responsable ********** 

(1), puesto que en su carácter de Titulas de la Dirección de Obras e 
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Infraestructura Urbana Municipal, Dirección que depende de la Secretaría 

de Desarrollo Urbano y Ecología, debió vigilar la ejecución de la 
multicitada obra pública, dar seguimiento o en su caso tomar las 
medidas legales correspondientes, lo cual no llevo a cabo sino todo 

lo contrario, siendo omisa en hacer del conocimiento al Órgano de 
Control sobre tal incumplimiento, así como el seguimiento dado a 

las penalidades a las que fue acreedor el contratista sin que a la 
fecha haya realizado pago alguno por dicho concepto, lo cual se puede 
robustecer con el siguiente artículo, que de acuerdo a las atribuciones que 

se encuentran dentro del Departamento de Gestión y Coordinación Legal 
adscrito a la Dirección de Obras e Infraestructura Urbana Municipal, debía 

cumplir. 
 
(…) 

 
Descrito lo anterior, si bien es cierto se hizo del conocimiento a la empresa 

contratista  ********** (5), el incumplimiento al programa de obra 
contratado y lo que jurídicamente conlleva, sin embargo al no contar con 
los motivos suficientes que sustentara la falta de ejecución en las obras, 

debió como lo marca el Reglamento de la Ley de Obras Públicas, 
Equipamientos, Suministros y Servicios relacionados con la misma 

del Estado de Baja California, habiendo dado inicio al 
Procedimiento de Rescisión de Contrato de Obra, a través del 
Departamento de Gestión y Coordinación Legal adscrito a la 

Dirección de Obras e Infraestructura Municipal de acuerdo a las 
formalidades que marca el Reglamento de la Ley de Obras 

Públicas, Equipamientos, Suministros y Servicios Relacionados con la 
Misma del Estado de Baja California, para dar cumplimiento al artículo 62 
del referido Reglamento que se mencionó con anterioridad, sin embargo 

claro está que falto con ello, al objetivo de salvaguardad los intereses del 
Ayuntamiento;  además como se confirma con anterioridad, se le impuso 

una sanción a la empresa contratista, sin embargo no se le  dio 
seguimiento, ni dio vista a la Autoridad competente para llevar a 
cabo el procedimiento para hacer efectivas las respectivas Fianzas, 

las cuales garantizaban la ejecución de los trabajos de obra por parte del 
contratista ********** (5),: asimismo existe evidencia documental por 

parte de la Tesorería Municipal del H. XXII Ayuntamiento de esta ciudad, a 
cargo del L.A.E. ********** (1), visible a foja 492 de autos, oficio 
********** (4), mediante el cual informa que la fecha de su emisión 

veinte de noviembre del año dos mil dieciocho, no se localizó registro de 
pago, por concepto de penas convencionales, devolución de anticipo o 

algún otro concepto, actualizándose en consecuencia el presunto 
responsable incumpliendo a la fracción XXV del artículo 46 de la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Baja 

California.” 

 

De las anteriores transcripciones, se advierte que en el 

acuerdo de inicio de procedimiento y en el citatorio a la audiencia 

de ley la autoridad demandada determinó que la parte actora, en su 

carácter de Directora de Obras, era presuntamente responsable de 

haber incumplido los preceptos legales antes transcritos, en razón 

de que: 

 

A) Debió vigilar la ejecución de la multicitada obra pública, 

dar seguimiento o en su caso tomar las medidas legales 

correspondientes y que no llevo a cabo. 
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B) Fue omisa en hacer de conocimiento al órgano de control 

sobre tal incumplimiento. 

 

C) Fue omisa en el seguimiento dado a las penalidades a 

las que fue acreedora la empresa contratista. 

 

D) Que debió haber dado inicio al procedimiento de 

rescisión del contrato de obra pública a través del Departamento de 

Gestión y Coordinación Legal adscrito a la Dirección de Obras e 

Infraestructura Urbana Municipal.  

 

E) Que se le impuso una sanción a la empresa contratista 

pero no se le dio seguimiento. 

 

D) Que no dio vista a la autoridad competente para llevar a 

cabo el procedimiento para hacer efectivas las respectivas fianzas, 

las cuales garantizaban la ejecución de los trabajos de obra por 

parte del contratista. 

 

Ahora bien, esta Juzgadora considera que las conductas 

transcritas no son claras y precisas, puesto que la autoridad incurrió 

en las siguientes irregularidades: 

 

1) No expuso los motivos de porque la parte actora fue 

omisa en vigilar la ejecución de la obra pública y darle seguimiento, 

ni precisó cuales son las medidas legales que debió tomar.   

 

2) No señaló cual fue el incumplimiento que fue omisa en 

hacer del conocimiento al órgano de control.   

 

3) No indicó cuales fueron las penalidades impuestas a la 

empresa contratista que refiere la parte actora fue omisa en darle 

seguimiento.  

 

4) No indicó cual fue la sanción que se le impuso a la 

empresa contratista y que refiere la parte actora fue omisa en darle 

seguimiento.  

 

Además, la autoridad no expuso las razones de porque el 

referido artículo 25, que únicamente dispone que corresponde a la 

Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología la ejecución de obras y 

servicios públicos de las dependencias a su cargo tendientes a la 

integración y mejoramiento de la infraestructura urbana del 

Municipio de Tijuana, Baja California, imponía la obligación a la 
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actora en su carácter de Directora de Obras de efectuar las 

conductas descritas en los incisos A) a D) anteriores. 

 

Asimismo, la demandada señaló en el acuerdo de inicio y 

citatorio que el incumplimiento al citado artículo 25 se robustecía 

con lo dispuesto en el artículo 48, fracción III, del Reglamento 

Interno de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología Municipal 

de Tijuana, Baja California, el cual prevé las atribuciones del 

Departamento de Gestión y Coordinación Legal de la Dirección de 

Obras Públicas e Infraestructura Municipal, sin exponer porque el 

último precepto indicado le imponía a la actora en su carácter de 

Directora de Obras las obligaciones que se le imputaron si el 

referido artículo se refiere a las atribuciones de un diverso 

departamento.  

 

De lo expuesto, se aprecia que, como lo hace valer la 

demandante, la autoridad demandada dejó en estado de 

indefensión a la actora, al omitir señalarle de manera clara y 

precisa en el acuerdo de inicio de procedimiento y en el citatorio a 

la audiencia de ley, las conductas que en lo particular se le atribuían 

a la servidora pública y de qué manera esa conducta implicaba la 

violación al artículo 25, del Reglamento de la Administración Pública 

Municipal del Ayuntamiento de Tijuana, Baja California. 

 

Al no hacerlo así, la autoridad demandada violentó en 

perjuicio de la parte actora lo dispuesto en el artículo 66, fracción 

II, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del 

Estado, el cual dispone que la autoridad citará al servidor público 

presunto responsable para que comparezca personalmente a una 

audiencia, haciéndole saber la responsabilidad o responsabilidades 

que se le imputen.  

 

Así como el derecho fundamental a la seguridad jurídica 

consagrado en el artículo 14 de la Constitución Federal, el cual tiene 

como una de sus principales expresiones la garantía de previa 

audiencia; la cual arropa la obligación a cargo del Estado de 

observar una serie de formalidades de manera previa al dictado de 

ciertos actos (aquellos denominados por la doctrina y la 

jurisprudencia como privativos), a partir de las cuales se posibilite 

la defensa a los destinatarios de esos actos, a efecto de que puedan 

controvertir su pertinencia, oportunidad o ajuste al marco jurídico 

del País. 

 

Con arreglo en tal garantía, el Estado se encuentra 

obligado, antes de emitir actos privativos, a substanciar un 
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procedimiento en el que se observen las siguientes etapas: a) una 

primera, en que el afectado tenga conocimiento de la iniciación de 

ese procedimiento, así como de la cuestión que habrá de ser objeto 

de debate y de las consecuencias que se producirán con el resultado 

de dicho trámite; b) una segunda, en que el afectado tenga la 

posibilidad de presentar sus defensas a través de la organización de 

un sistema de comprobación tal, que quien sostenga una cosa 

tenga oportunidad de demostrarla; c) una tercera, en la que se le 

dé oportunidad de formular las alegaciones correspondientes, y, 

finalmente; d) una última, que implica una resolución atinente a las 

cuestiones debatidas.  

 

De acuerdo a lo anterior, es evidente que para respetar la 

garantía de seguridad jurídica en la vertiente que se viene 

comentando, es fundamental que los eventuales destinatarios del 

acto, conozcan a plenitud tanto las razones jurídicas como fácticas 

que justifican el procedimiento que ha decidido iniciar la autoridad, 

a fin de que durante su desarrollo, puedan defenderse 

adecuadamente y, así, a partir de sus defensas, la autoridad tenga 

elementos para reconsiderar el dictado del acto privativo, o por lo 

menos, para modificar el sentido que originalmente ha estimado 

darle.  

 

Así las cosas, a juicio de esta Sala Especializada, la 

resolución impugnada debe declarase nula por lo que hace a la 

determinación de que la actora incurrió en falta administrativa a lo 

dispuesto en la fracción XXV del artículo 46 la Ley de 

Responsabilidades, en relación con el artículo 25, fracción XVI, del 

Reglamento de la Administración Pública Municipal del 

Ayuntamiento de Tijuana, Baja California, en tanto está precedida 

de un procedimiento que violentó la seguridad jurídica como 

derecho fundamental consagrado en el artículo 14 de la 

Constitución Federal; lo cual, para el caso concreto, significa 

declarar su nulidad con fundamento en el artículo 83, fracción II, de 

la Ley del Tribunal. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis de jurisprudencia del 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, de rubro y texto siguiente: 

 

ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad 
está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o 
que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, 

resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben 
darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas 

viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por 
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otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal 

conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal. 
 
Registro digital: 252103; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Séptima Época; 

Materias(s): Común; Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 121-126, Sexta 
Parte, página 280; Tipo: Jurisprudencia. 

 

Por otra parte, en relación a los argumentos de defensa 

de la autoridad demandada respecto a los motivos de 

inconformidad en análisis, en los que señaló: 

 

1) Que el oficio ********** (4) de quince de mayo de dos 

mil diecisiete no se dio inició al procedimiento de rescisión del 

contrato, dado que el simple aviso no cumple con los requisitos 

establecidos en el artículo 67, fracción II, de la Ley de Obras 

Públicas y artículo 62 del Reglamento del ordenamiento legal en 

cita.  

 

2) Que la conducta que se le atribuyó a la actora consta en 

el acuerdo de inicio del procedimiento por lo que no debía constar 

en el citatorio ya que no existe precepto legal que así lo exija, 

además de que si se estableció la responsabilidad administrativa 

que se le imputó a la actora. 

 

Los argumentos esgrimidos son infundados. 

 

Tal y como se expuso en el presente fallo, en el oficio 

********** (4) de quince de mayo de dos mil diecisiete si se dio 

inicio al procedimiento de rescisión del contrato de obra 

********** (3). 

 

Ahora bien, resulta pertinente reproducir los artículos 67, 

fracción II, de la Ley de Obras Públicas y artículo 62 del Reglamento 

de la citada ley: 

 

“ARTICULO 67.- En la suspensión, rescisión administrativa o 

terminación anticipada de los contratos, deberá observarse lo 

siguiente: 

 

(…) 

 

II.- En caso de rescisión del contrato por causas imputables al 

contratista, la dependencia o entidad procederá a hacer efectivas las 

garantías y se abstendrá de cubrir los importes resultantes de 

trabajos ejecutados aún no liquidados hasta que se otorgue el 

finiquito correspondiente, lo que deberá efectuarse dentro de los 

treinta días naturales siguientes a la fecha de notificación de la 

rescisión. En dicho finiquito deberá preverse el sobrecosto, de los 

trabajos aun no ejecutados que se encuentren atrasados conforme al 
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programa vigente, teniendo como límite de dicho sobrecosto, el 

importe de la garantía correspondiente, independientemente de lo 

relativo a la recuperación de los materiales y equipos que le hayan 

sido entregados.” 

 

“ARTÍCULO 62.- En caso de incumplimiento por causa imputable al 

contratista, los contratos podrán ser rescindidos por las 

dependencias o entidades, conforme el siguiente procedimiento: 

 

I. La dependencia o entidad, dictara un acuerdo inicial que contendrá 

una relación sucinta de los hechos que configuran la causal de 

rescisión, señalando los medios de convicción que la acreditan, así 

como la determinación de rescindir el contrato; 

 

II. El acuerdo se notificará al contratista en forma persona, para que 

dentro de un término no mayor al de diez días hábiles exponga lo 

que a su derecho convenga, allanándose o impugnando la 

determinación y, aportando en su caso, las pruebas que estime 

pertinentes. La falta de impugnación hará que se tenga por aceptada 

la rescisión del contrato; 

 

III. La recepción y práctica de las pruebas, se hará en forma oral en 

la audiencia que fije el acuerdo que tenga por interpuesta la 

impugnación y por presentadas y admitidas las pruebas aportadas, 

señalando día y hora para su celebración, teniendo en consideración 

el tiempo para su preparación; 

 

IV. La audiencia será única e indiferible y deberá celebrarse en un 

plazo no mayor al de diez días naturales, contados a partir de que 

finalice el término que hace referencia la fracción II; 

 

V. Las pruebas deben relacionarse en forma precisa con cada uno de 

los hechos controvertidos; además, debe expresarse claramente el o 

los hechos que se pretenden demostrar con las mismas, así como las 

razones por las que el contratista considera que las demostrará. Si 

las pruebas que se aportan no cumplen con las condiciones 

apuntadas, serán desechadas de plano. Asimismo, no se admitirán 

pruebas contra derecho, la moral, sobre hechos que no sean materia 

de la controversia, sobre hechos imposibles o notoriamente 

inverosímiles; 

 

VI. Concluida la audiencia, la dependencia o entidad resolverá de 

manera breve y concisa, tomando en cuenta los argumentos y el 

resultado de las pruebas admitidas que se hayan hecho valer; 

 

VII. La resolución debidamente fundada y motivada, se notificará al 

contratista dentro de los diez días hábiles, plazo que empezará a 

correr desde el acuerdo en que se tengan por presentadas y, en su 

caso, por admitidas las pruebas que se hayan aportado; y 

 

VIII. Cuando el contratista exponga su conformidad con la 

determinación de rescindir el contrato o no impugne dicha 

determinación, la dependencia o entidad procederá a resolver y a 
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notificar la resolución dentro de diez días hábiles, plazo que iniciará 

desde el acuerdo en que se tenga por manifestado el allanamiento o 

por no interpuesta la impugnación.” 

 

Del artículo 67 transcrito, se aprecia que no dispone las 

formalidades que debe revestir el acuerdo de inicio de 

procedimiento de rescisión de contrato por causas imputables al 

contratista, sino únicamente establece que una vez que se efectué 

la rescisión del contrato y se notifique a la empresa contratista, se 

procederá a hacer efectivas las garantías y se abstendrá de cubrir 

los importes resultantes de trabajos ejecutados aún no liquidados 

hasta que se otorgue el finiquito correspondiente. 

 

Por su parte, el artículo 62 del Reglamento de la Ley de 

Obras Públicas en su fracción I dispone que el acuerdo de inicio 

contendrá una relación sucinta de los hechos que configuran la 

causal de rescisión, señalando los medios de convicción que la 

acreditan, así como la determinación de rescindir el contrato. 

 

En el caso, de la lectura del oficio ********** (4) se 

advierte que la Directora de Obras determinó dar inicio al 

procedimiento de rescisión del contrato por causas imputables, 

remitiéndose a lo asentado en el acta circunstanciada de trece de 

abril de dos mil diecisiete suscrita por la Directora de Obras 

Comunitarias para exponer los hechos que configuran la causal de 

rescisión y los medios de convicción que la acreditan.  

 

De ahí que, como ha quedado precisado en el presente 

fallo, la ilegalidad de la demandada consistió en que en la resolución 

impugnada determinó tajantemente que la parte actora no dio inicio 

al procedimiento de rescisión del contrato de obra ********** (3), 

pues no debe perderse de vista que no es lo mismo determinar que 

no se dio inicio al procedimiento de rescisión como lo resolvió la 

demandada, a que el acuerdo de inicio que emitió la Directora 

de Obras sea deficiente o que este no se apegó al marco 

jurídico que regula el procedimiento de rescisión 

administrativa del contrato de obra pública. 

 

Por lo que hace al argumento de que la conducta que se le 

atribuyó a la actora consta en el acuerdo de inicio del procedimiento 

por lo que no debía constar en el citatorio ya que no existe precepto 

legal que así lo exija y que en todo caso si se estableció la 

responsabilidad administrativa que se le imputó a la actora, también 

es infundado.  
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Lo infundado del argumento estriba en que, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 66, fracción II, de la Ley de 

Responsabilidades, en el citatorio para la audiencia de ley debe 

hacérsele saber al servidor público la responsabilidad o 

responsabilidades que se le imputen, a fin de que el inculpado 

conozca los motivos por los que se le considera presuntamente 

responsable y darle la oportunidad de defenderse debidamente en 

la audiencia que al efecto se celebre. 

 

En el caso, como quedó evidenciado en la presente 

resolución, la ilegalidad de la demandada consistió en que 

determinó responsabilidad administrativa de la actora por 

incumplimiento a lo previsto en el artículo 46, fracción XXV, de la 

Ley de Responsabilidades, en relación con los artículos 68 y 88 de la 

Ley de Obras Públicas, por conductas que no le fueron indicadas en 

el acuerdo de inicio y citatorio a la audiencia de ley, consistentes en 

haber omitido notificar en el plazo de diez días a la empresa 

contratista la rescisión del contrato, así como omitir instruir el 

procedimiento administrativo para la aplicación de sanciones y 

multas a la citada empresa. 

 

Asimismo, en relación a la falta administrativa por 

incumplimiento a lo previsto en el artículo 46, fracción XXV, de la 

Ley de Responsabilidades, en relación con el artículo 25 del 

Reglamento de la Administración Pública Municipal del 

Ayuntamiento de Tijuana, Baja California, la autoridad no precisó de 

manera clara tanto en el acuerdo de inicio como en el citatorio las 

conductas que le imputo a la parte actora respecto la citada falta 

administrativa.  

 

Conclusión. 

 

Por lo antes expuesto, se concluye que la resolución 

impugnada carece de legalidad, por actualizarse las causales de 

nulidad previstas en el artículo 83, fracciones II y IV, de la Ley del 

Tribunal, por los motivos aducidos en el presente considerando 

respecto cada una de las faltas administrativas imputadas a la parte 

actora, lo que conlleva a declararla nula. 

 

En las relatadas condiciones, con fundamento en el artículo 

83, fracciones II y IV, de la Ley del Tribunal, se declara la nulidad 

de la resolución dictada el veintitrés de septiembre de dos mil 

diecinueve por la Síndica Procuradora en el procedimiento 

administrativo de responsabilidad ********** (2), únicamente por 

lo que hace a ********** (1). 
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Es así que, al ser fundados los motivos de inconformidad 

examinados, resulta innecesario el estudio de los demás conceptos 

de nulidad expuestos por la actora, ya que de resultar fundados en 

nada variaría el sentido del presente fallo, sin que ello implique 

desatender el principio de exhaustividad. 

 

SEXTO.- Efectos de la nulidad.  

 

Con fundamento en el artículo 84 de la Ley del Tribunal se 

condena a la Síndica Procuradora del Ayuntamiento de Tijuana a lo 

siguiente:  

 

1.- Dicte un proveído en el que deje sin efectos la 

resolución declarada nula, únicamente por lo que hace a 

********** (1). 

 

2.- Ordene se tilden las anotaciones en los libros 

correspondientes, así como en el expediente personal de la parte 

actora. 

 

3.- Gire oficios al Titular de la Secretaría de Desarrollo 

Territorial, Urbano y Ambiental, al Tesorero Municipal y a Oficialía 

Mayor, todos del Ayuntamiento de Tijuana, así como a la Directora 

Jurídica de Responsabilidades y Situación Patrimonial de la 

Secretaría de la Honestidad y la Función Pública del Estado de Baja 

California, en los que les haga saber el sentido del presente fallo. 

4.- Realice los actos necesarios a fin de que se deje sin 

efectos el procedimiento administrativo respecto el cobro de la 

sanción económica impuesta a la parte actora en la resolución 

declarada nula por este Tribunal. 

 

5.- En caso de que se hayan ejecutado las sanciones de 

destitución del cargo, empleo o comisión dentro de la 

administración pública del Ayuntamiento de Tijuana e inhabilitación 

para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público 

por el término de un año, realice los actos necesarios a fin de que 

se restituya a la actora en el goce del empleo del que fue destituida 

con motivo de dichas sanciones y se le cubra el pago de las 

prestaciones económicas que dejó de percibir con motivo del cese 

injustificado, debiendo entregar un desglose pormenorizado de los 

conceptos y cantidades pagadas. 

 

Lo anterior, en razón que no obra en autos constancia de 

que se hayan ejecutado las referidas sanciones y se hubiera 
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destituido a la actora respecto algún cargo, empleo o comisión que 

desempeñara en el servicio público. 

 

Sin que pase desapercibo que obra en autos copia 

certificada del  nombramiento de la parte actora como Jefe del 

Departamento de Bienes Inmuebles de Oficialía Mayor del 

Ayuntamiento de Tijuana (visible a foja 767 de autos); sin embargo, del 

mismo se advierte que este concluyó el treinta de septiembre de 

dos mil diecinueve, misma fecha en que se notificó la resolución 

impugnada a la parte actora y a Oficialía Mayor del Ayuntamiento 

de Tijuana para efectos de su cumplimiento. 

 

6.- Por lo que hace a la nulidad de la resolución impugnada 

sustentada en el artículo 83, fracción II, de la Ley del Tribunal, 

deberá dictar un proveído en el que deje sin efectos todo lo actuado 

a partir del acuerdo de doce de julio de dos mil diecinueve, 

únicamente respecto a la falta administrativa imputada a 

********** (1) por el incumplimiento a lo previsto en el artículo 

46, fracción XXV, de la Ley de Responsabilidades, en relación con el 

artículo 25 del Reglamento de la Administración Pública Municipal 

del Ayuntamiento de Tijuana, Baja California, quedando a salvo sus 

facultades de dictar un nuevo acuerdo de inicio de procedimiento 

respecto dicha falta administrativa, si así lo estima conveniente y se 

encuentra en posibilidad de hacerlo. 

 

Por lo antes expuesto y fundado, con fundamento en el 

artículo 82 de la Ley del Tribunal, se… 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO.- Son fundados los motivos de inconformidad 

analizados en el presente fallo, consecuentemente;  

 

SEGUNDO.- Se declara la nulidad de la resolución dictada 

el veintitrés de septiembre de dos mil diecinueve por la Síndica 

Procuradora del Ayuntamiento de Tijuana, Baja California en el 

procedimiento administrativo de responsabilidad ********** (2), 

únicamente por lo que hace a ********** (1). 

 

TERCERO.- Con fundamento en el artículo 84 de la Ley del 

Tribunal se condena a la Síndica Procuradora en los términos  

precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.  

 

Notifíquese personalmente a la parte actora y por 

oficio a la autoridad demandada. 
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Así lo resolvió la licenciada Leticia Castro Figueroa, Primer 

Secretaria de Acuerdos de la Sala Especializada en materia de 

Responsabilidades Administrativas y Combate a la Corrupción del 

Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California, quien 

actúa en funciones de Magistrada por ministerio de ley, según 

designación hecha mediante acuerdo de Pleno de este órgano 

jurisdiccional de treinta de diciembre de dos mil veinte, veinticinco 

de enero y veintidós de febrero de dos mil veintiuno, en términos de 

lo dispuesto por los artículos 10 y 18, fracción X, de la Ley del 

Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de Baja 

California, y firmó ante la presencia del Secretario de Acuerdos, 

licenciado Luis Javier González Moreno, quien da fe. 
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“1.- ELIMINADO: Nombre de persona física, con 21 renglones. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 
California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 
California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en 
virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles , los cuales conciernen a una persona física identificada 
e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, 

sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de 
licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, 

información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 
 

 

“2.- ELIMINADO: Número de expediete, con 11 renglones. 
Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en 
virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles , los cuales conciernen a una persona física identificada 
e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, 

sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de 
licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, 
información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 

 

“3.- ELIMINADO: Datos de Contrato, con 32 renglones. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 
California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 
California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en 
virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles , los cuales conciernen a una persona física identificada 
e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, 

sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de 
licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, 

información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 
 

“4.- ELIMINADO: Número de Oficio, con 62 renglones. 
Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 
California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 
California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en 

virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 
personales sensibles , los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, 
sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de 

licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, 
información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 

 

“5.- ELIMINADO: Razón o Denominación Social, con 25 
renglones. Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de 
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Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 
California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 
California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en 

virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 
personales sensibles , los cuales conciernen a una persona física identificada 
e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, 

sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de 
licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, 

información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 
 

“6.- ELIMINADO: Número de Póliza, con 2 renglones. 
Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 
California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 
California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en 

virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 
personales sensibles , los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, 
sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de 

licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, 
información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 

 

“7.- ELIMINADO: Firma autógrafa, con 3 renglones. Fundamento 
legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo 

primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente 
documento contiene datos personales y/o datos personales sensibles , los 

cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que 
no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de 

su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, 
consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en 

el tratamiento de los datos personales.” 
 

“8.- ELIMINADO: Dirección de un particular, con 2 renglones. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 
California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 
California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en 

virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 
personales sensibles , los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, 
sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de 

licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, 
información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 

 

“9.- ELIMINADO: Número de teléfono particular, con 1 renglón. 
Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de 
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Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en 
virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles , los cuales conciernen a una persona física identificada 
e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, 

sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de 
licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, 
información y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 

 

 


